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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Introducción

1. La estructura sectorial de la economía venezolana está fuertemente influenciada por la enorme riqueza de hidrocarburos del país, la cual ha sentado las bases para el establecimiento en Venezuela de una industria líder mundial en la extracción y refinación de petróleo y gas natural.  La dependencia de la economía del sector de hidrocarburos se ha acentuado desde el último Examen de las Políticas Comerciales en 1996.  La producción de petróleo y de gas natural representó en 2000 el 22,1 por ciento del PIB y la refinación otro 5,3 por ciento;  las ventas al exterior de hidrocarburos generan aproximadamente el 80 por ciento de las exportaciones totales venezolanas.  El sector sigue en gran parte bajo el control del Estado, quien en años recientes ha encontrado difícil sustentar las altas inversiones características de los proyectos petroleros.  Con esta consideración en mente, se han adoptado nuevas leyes que han incrementado la posibilidad de participación del sector privado.  Históricamente, los precios internos de los hidrocarburos y sus derivados se han mantenido por debajo de sus niveles en el mercado internacional, lo cual ha proporcionado apoyo a importantes sectores de la economía, incluyendo la industria y los consumidores finales, a costa de posibles distorsiones en el uso de recursos, particularmente energía.

2. La existencia de un sector líder como el de la extracción y refinación de hidrocarburos ha influenciado considerablemente el desarrollo de prácticamente todas las otras actividades económicas en Venezuela.  Aquellas actividades orientadas a suministrar al mercado interno han visto encarecidos el costo de sus insumos no energéticos, como el capital y la mano de obra, teniendo que competir con el sector líder que es capaz de pagar altos precios por estos insumos.  Además, las actividades cuyos productos o servicios compiten directamente en el mercado interno con importaciones o en mercados internacionales con productos extranjeros, han tenido que hacer frente a una tasa de cambio con tendencia a la apreciación real debido al copioso ingreso de divisas generado por las exportaciones de hidrocarburos.

3. El efecto de pérdida de competitividad ha repercutido particularmente en el sector manufacturero, pero también en el sector agropecuario y de productos agroindustriales.  Este último sector tiene una participación reducida en el PIB y muestra un comercio internacional altamente deficitario, a pesar de gozar de niveles de protección nominal relativamente altos y que incluyen el uso de derechos variables.  Venezuela también concede ayuda a los agricultores a través de transferencias implícitas, consecuencia de la fijación de precios de referencia, y de subsidios para el agua de riego y de crédito preferencia.

4. La producción manufacturera (excluida la refinación de hidrocarburos), cayó en un 12,7 por ciento en términos reales entre 1995 y 2000.  Esto es debido, en buena parte, a la alta dependencia por parte de la producción manufacturera del mercado interno y a la erosión de su competitividad internacional.  El promedio arancelario para las manufacturas se ubica alrededor del 12 por ciento, con aranceles sensiblemente más altos para automóviles, textiles y confección, calzado y aparatos eléctricos.  Otros instrumentos comerciales también usados en el sector incluyen los derechos antidumping, que benefician sobre todo a la industria siderúrgica.

5. Debido en parte al gran peso de la industria de hidrocarburos, el sector de los servicios es proporcionalmente pequeño, representando menos de la mitad del PIB.  Desde su último examen, Venezuela ha realizado logros importantes en lo referente a la liberalización de servicios.  En 2001, de los 72 bancos que operaban en Venezuela, 62 eran privados, de los cuales 15 (con más del 60 por ciento del mercado) eran extranjeros.  Ese mismo año se introdujeron nuevas leyes en el área de banca y seguros que han resultado en una mayor liberalización de estas actividades y en una mayor claridad del marco regulatorio.  A raíz del incremento sustancial de las tasas de interés en los primeros meses de 2002, se notó en el caso de algunas instituciones bancarias, un deterioro de ciertos indicadores financieros, como el índice de morosidad de los préstamos.  Sin embargo, el grado de cobertura se incrementó al ponerse en efecto la totalidad de los nuevos requerimientos de capital de la Ley de Bancos de 2001.  En septiembre de 2002, una sentencia del Tribunal Supremo suspendió la aplicación de la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros de 2001, mientras se revisaba la constitucionalidad de la misma.

6. Venezuela adoptó medidas autónomas que liberalizaron totalmente su mercado de telecomunicaciones en 2000 con la introducción de una nueva ley de telecomunicaciones que liquidó el monopolio sobre telefonía básica de la empresa CANTV.  En 2001 se dictaron nuevas leyes en las áreas de transporte marítimo y aéreo.  Aunque ambas actividades se han abierto considerablemente a la participación extranjera todavía existen algunas limitaciones.  En el sector del transporte marítimo, el cabotaje no está abierto a operadores extranjeros, quedando la libertad de acceso a las cargas para buques extranjeros al transporte para el comercio exterior y sujeta al principio de reciprocidad.  En el sector del transporte aéreo, se reserva a las empresas venezolanas el servicio de transporte nacional.

2) Sector agropecuario

i) Características

7. La agricultura primaria (incluyendo la pesca) representa menos del 5 por ciento del PIB (cuadro I.1) y emplea a un 10 por ciento de la mano de obra.  En 2002, las explotaciones agrícolas estaban totalmente en manos del sector privado;  el Estado apoya a este sector a través de una serie de políticas que incluyen medidas de ayuda interna e incentivos a las exportaciones, así como mecanismos de estabilización del precio de las importaciones, a través del Sistema de Franjas de Precios de la Comunidad Andina.

8. La principal actividad dentro del sector agropecuario primario es la ganadería.  En 2001, las actividades ganaderas (incluida la producción de leche) representaron el 47,6 por ciento de la producción agrícola, el 40,6 por ciento de la producción de cultivos y el 5,8 por ciento de la pesca, distribuyéndose el resto entre otras actividades como servicios agropecuarios.  Entre los productos animales se destacan la producción de bovinos y aves y en menor medida la de la leche.  Entre los cultivos se destacan los cereales, particularmente el arroz, el maíz y el sorgo;  las oleaginosas, como la palma aceitera;  ciertos granos, frutas y hortalizas, particularmente el tomate;  el café;  y la caña de azúcar.

9. El comercio agropecuario y de productos agroindustriales de Venezuela es reducido y altamente deficitario.  Las exportaciones de productos agrícolas y de la industria alimentaria representaron el 2,0 por ciento (494,7 millones de dólares EE.UU.) de las exportaciones totales en 2001.  Los principales productos de exportación son el tabaco y las frutas y, en menor medida, el café, el cacao, el azúcar, el algodón y los aceites comestibles.  Las importaciones de productos agrícolas y de la industria alimentaria representaron el 18,6 por ciento de las importaciones totales, totalizando 2.104,6 millones de dólares EE.UU.

ii) Marco institucional y legal

10. El organismo responsable del diseño y conducción de la política agrícola, así como de la administración del marco jurídico relacionado con el sector agrícola fue, hasta 1999, el Ministerio de Agricultura y Cría;  esta atribución y responsabilidad fue asignada, a partir de ese año, al Despacho  del Viceministro de Agricultura del Ministerio de Producción y Comercio (MPC), y desde el inicio de 2002 al Ministerio de Agricultura y Tierras (MAT).

11. El último objetivo de la política agrícola es el desarrollo rural y la consecuente mejora en la calidad de vida de la población rural.  Se espera que esto se traduzca en la generación de empleo y en mayores ingresos, y que fomente el alcance de la seguridad alimentaria y el manejo sostenible del medio ambiente y los recursos naturales.  Tal objetivo se encuentra en la Constitución Nacional en su Artículo 305, el cual señala que el Estado promoverá la agricultura sustentable como base estratégica del desarrollo rural integral y, en consecuencia, garantizará la seguridad alimentaria de la población.

12. En el marco de la política del sector agrícola, el Ejecutivo ha venido apoyando una serie de obras de infraestructura, tales como sistemas de riego y obras de vialidad y saneamiento, y proporcionando servicios de apoyo a la producción agrícola mediante alianzas estratégicas entre la Corporación de Abastecimiento y Servicios Agrícolas (CASA), ente adscrito al MAT, entes privados y asociaciones de productores y el Programa de Alimentos Estratégicos (PROAL).  Otro elemento importante de la política agrícola es la canalización de crédito al sector agrícola, en particular a pequeños agricultores.

13. El Ejecutivo decretó en 2001 nuevas leyes relacionadas con el sector agropecuario y con la pesca.  Los principales cambios legislativos relacionados con el sector agrícola están contenidos en el Decreto con Fuerza de Ley de Tierras y Desarrollo Agrario (Ley de Tierras, Decreto N° 1.546 de 9 de noviembre de 2001).
  Las autoridades observaron que el objetivo de la Ley de Tierras es establecer las bases del desarrollo rural integral y sustentable, eliminando el latifundio, asegurando la biodiversidad, la seguridad agroalimentaria y la vigencia efectiva de los derechos de protección ambiental y agroalimentaria de la presente y futuras generaciones.

14. La Ley de Tierras introduce cambios en la afectación del uso de todas las tierras con vocación para la producción agroalimentaria. Uno de los objetivos primordiales de la Ley de Tierras es la adjudicación de la tierra definida como de "vocación agraria" a toda persona apta para el trabajo agrario que tenga nacionalidad venezolana.  La adjudicación puede ser de carácter permanente.  Uno de los objetivos de la Ley es el incremento de la productividad en el sector agrícola al penalizar la subutilización o el bajo rendimiento de la tierra.  Esta penalización se realiza a través de la aplicación de un impuesto, cuya alícuota se incrementa inversamente con el rendimiento de la tierra:  cuanto más bajo sea el rendimiento de cierta tierra en relación al promedio nacional, más alto será el impuesto aplicable a la base imponible.

15. La Ley de Tierras estableció una serie de instituciones en el sector agrícola, tales como el Instituto Nacional de Tierras (INT), el Instituto Nacional de Desarrollo Rural y la Corporación Venezolana Agraria, todos adscritos al MAT.  El INT tiene por objeto la administración, la redistribución y la regularización de la posesión de las tierras comprendidas dentro de las poligonales rurales.  Los propietarios de las tierras con vocación agraria deben inscribirse en el Registro de Tierras del INT y deben solicitar una certificación del tipo de finca (productiva, mejorable u ociosa), donde conste la extensión de las tierras, su calidad y los rubros de producción.  La certificación de finca productiva tiene una validez de dos años contados a partir de su expedición, pudiendo ser renovada.  La Ley de Tierras autoriza al INT a proceder a la intervención o expropiación de tierras declaradas ociosas o incultas, tanto públicas como privadas que "fueren necesarias para la ordenación sustentable de las tierras de vocación agrícola", y además que excedan ciertos límites de extensión fijados de acuerdo a la calidad de la tierra.
  La Ley prevé ciertos procedimientos de negociación amistosa para la enajenación de la tierra pero, en caso de no lograrse una negociación favorable, el INT estaría autorizado para iniciar un procedimiento de expropiación.  A mediados de 2002, la Ley de Tierras era objeto de un proceso de evaluación por parte del Poder Legislativo, y en función de los resultados de esa evaluación, discutir las alternativas de modificación en función de los intereses nacionales.

16. En junio de 2002, el INT estaba en fase de conformación de su estructura jurídica, organizativa y operativa.  En el ínterin, la Junta Directiva del Instituto y su Presidente colaboran con un grupo de trabajo técnico integrado por la junta liquidadora del Instituto Agrario Nacional, funcionarios del Ministerio de Agricultura y Tierras y del Instituto Nacional de Desarrollo Rural para la ejecución de algunos de los programas establecidos en el Decreto Ley.

iii) Medidas en la frontera

17. Los niveles de protección en el sector agropecuario son más altos que los del sector manufacturero, aun sin tener en cuenta los efectos del Sistema Andino de Franjas de Precios (SAFP).  El tipo arancelario NMF medio en 2001, basado en los tipos arancelarios dentro del contingente, para el sector agrícola (definición OMC) fue del 14,6 por ciento (15,6 por ciento incluyendo la tasa de servicios aduaneros), frente a un arancel promedio del 12 por ciento.  Los aranceles son superiores al promedio para los productos lácteos (19,6 por ciento), las bebidas (19,2 por ciento), los productos de la pesca (18,2 por ciento), y el café, cacao y azúcar (17 por ciento).  Los niveles se incrementan si se toman en cuenta los derechos variables.
18. A raíz del compromiso de oportunidades de acceso mínimo, contenido en el Acuerdo sobre la Agricultura, Venezuela adoptó un mecanismo para la administración de contingentes arancelarios para el maíz amarillo y el sorgo en 1997 y para otros 15 productos agrícolas en 2000.  En consecuencia, a pesar de que el Acuerdo sobre la Agricultura permite a Venezuela aplicar en principio contingentes para 62 partidas de 4, 6 ó 10 dígitos de la NANDINA (128 subpartidas a ocho dígitos en el arancel de Venezuela), en la práctica sólo se administran contingentes a través de licencias a la importación para 17 partidas que corresponden a 70 subpartidas NANDINA a ocho dígitos.  Todos estos productos están también sujetos a derechos variables bajo el SAFP, aunque no existe relación formal entre los compromisos en materia de contingentes de Venezuela y el SAFP.

19. Hasta fines de 1999, la administración de licencias fue responsabilidad del Ministerio de Agricultura y Cría.  La administración de las licencias estuvo a cargo del MPC entre noviembre de 1999 y finales de 2001, cuando la responsabilidad fue asumida por la Dirección General de Mercadeo Agrícola del Ministerio de Agricultura y Tierras.  Las licencias son válidas por tres meses.  La asignación de contingentes se basa en los antecedentes de importaciones realizadas.  El 90 por ciento del contingente se asigna a importadores tradicionales (que hayan realizado importaciones durante los últimos dos años) y el 10 por ciento restante se distribuye entre nuevos importadores.  Las importaciones de países miembros de la Comunidad Andina están fuera de los contingentes.

20. Los aranceles aplicados ad valorem a los productos sujetos a contingentes son por lo general del 15 o el 20 por ciento, marcadamente por debajo del 40 por ciento al que están consolidadas las importaciones dentro del contingente.  A través del uso del mecanismo de derechos variables del SAFP, se abre la posibilidad de agregar o sustraer un margen al arancel aplicado, como se explica en el Capítulo III;  en el primer caso, los tipos arancelarios podrían exceder el 100 por ciento pero, en conformidad con la Decisión 430, los países andinos limitan el arancel total a los niveles consolidados en la OMC.  En el caso particular de Venezuela las autoridades han observado que el derecho aplicado no excede al arancel consolidado dentro del contingente (Lista I-B de Concesiones).

iv) Medidas de ayuda interna

21. En 1998, la Medida Global de la Ayuda (MGA) notificada a la OMC alcanzó un total de 210,6 millones de dólares EE.UU., alrededor del 6 por ciento del PIB agrícola.  La MGA total fue considerablemente inferior al compromiso MGA para ese año, cifrado en 1.235,04 millones de dólares EE.UU.
  La MGA consiste, en su mayor parte, en transferencias implícitas, consecuencia de la fijación de precios mínimos;  también hay ayuda en forma de subsidios para el agua de riego.  Más de la mitad de la MGA que se destinó en 1998 fue a un solo producto, el maíz blanco.  En años anteriores, el arroz, el sorgo y el maíz amarillo figuraban también como destinatarios de la MGA.

22. Venezuela aplica también medidas exentas del compromiso de reducción, clasificadas ya sea como medidas de "Compartimiento Verde", o como medidas dentro de programas de desarrollo, e inscritas dentro del principio de trato especial y diferenciado para los países en desarrollo.  El valor de las medidas incluidas en el marco del "Compartimiento Verde" aumentó sustancialmente en 1996, pero desde entonces ha disminuido ligeramente;  en 1998 alcanzó un total de 588,1 millones de dólares EE.UU.  La parte sustancial de la ayuda reviste la forma de ayuda alimentaria, bajo diversos programas, tales como el Programa de Bono de Cereales, el Programa de la Beca Láctea y el Programa Alimentario Materno Infantil.

23. Las ayudas en concepto de programas de desarrollo, que incluyen subvenciones a créditos al sector agropecuario (ver la descripción de programas infra), por otro lado, bajaron, de 224,1 millones de dólares EE.UU. en 1995, a 46,8 millones de dólares EE.UU. en 1998.

24. En 1998, el Equivalente de Subsidio al Productor (ESP) calculado por la Comunidad Andina para Venezuela llegó a 284,9 millones de dólares EE.UU., o 24,8 por ciento de la producción total.  Toda la ayuda fue concedida como apoyo a precios;  el apoyo a insumos tuvo una contribución negativa al ESP.  Los principales productos beneficiados fueron la leche, el azúcar, el arroz y el maíz blanco (cuadro IV.1).

25. La Comunidad Andina calcula también un ESP efectivo, tomando en cuenta el tipo de cambio real efectivo, para eliminar de esta manera los efectos de las distorsiones cambiarias sobre las transferencias.  En el caso de Venezuela, el ESP efectivo es sistemáticamente inferior al nominal, siendo en 1997 y 1998 incluso negativo, lo cual implicaría que la distorsión cambiaria generó transferencias del sector agropecuario al resto de la economía.  El Indicador Global de Ayuda (IGA), estimación alternativa al ESP, considera sólo las transferencias explícitas o implícitas que distorsionan la producción y el comercio, se situó en 257,6 millones de dólares EE.UU. en 1998.
26. La concesión de crédito subvencionado para actividades agrícolas, se realizaba, hasta 1999 a través del Fondo de Crédito Agropecuario (FCA) y el Instituto de Crédito Agrícola y Pecuario (ICAP), y desde 2000, se efectúa a través del Fondo Nacional de Desarrollo Agrícola, Pecuario, Pesquero, Forestal y Afines (FONDAPFA), adscrito al Ministerio de Finanzas, que retomó las actividades de estas dos instituciones.  Incluido en las notificaciones de Venezuela a la OMC como medida de "Compartimiento Verde", el FCA prestaba fondos a los agricultores a un tipo de interés equivalente al 90 por ciento del tipo comercial medio ofrecido por los seis bancos principales.
  El ICAP recibía fondos del FCA y los canalizaba hacia los pequeños productores en concepto de capital de explotación y compra de bienes de capital a un tipo de interés subvencionado (del 7 por ciento en 1998), más un derecho del 3 por ciento en concepto de servicios técnicos.

Cuadro IV.1

Equivalente de subsidio al productor, 1995-98

(Millones de $EE.UU.)

	
	1995
	1996
	1997
	1998

	Producto/PSE total
	233,5
	143,4
	103,8
	284,9

	Algodón 
	-10,4
	-21,7
	-14,5
	-3,7

	Arroz
	53,9
	58,9
	28,3
	70,6

	Azúcar
	-24,2
	-48,0
	-24,2
	58,3

	Cacao
	0,7
	-2,2
	-2,0
	1,0

	Café
	-28,8
	-61,5
	-33,2
	-39,4

	Leche
	93,7
	44,1
	79,0
	163,4

	Maíz amarillo
	30,4
	20,1
	30,5
	4,7

	Maíz blanco 
	96,3
	149,0
	54,7
	39,9

	Palma
	28,2
	1,2
	-1,9
	-7,7

	Sorgo
	24,1
	23,7
	17,6
	2,4

	Soya
	8,5
	5,7
	1,0
	1,6

	Trigo
	11,9
	5,4
	10,0
	15,9

	PSE efectivo
	.. 
	32.3
	-201.7
	-172.3

	IGA
	293,6 
	182,8
	216,0
	257,6


..
No disponible.

Fuente:
Comunidad Andina, Políticas agrícolas y el apoyo a la agricultura en los países de la Comunidad Andina 1998-1999, Documento SGdt.102, 27 de septiembre de 2000.

27. El FONDAPFA fue creado bajo el Decreto N° 420 de 21 de octubre de 1999 para promover y financiar la ejecución de proyectos orientados al desarrollo de la producción y productividad agrícola, pecuaria, pesquera y forestal.  El FONDAPFA fue transformado en FONDAFA por el Decreto N° 1.435 de 18 de septiembre de 2001, publicado en la Gaceta Oficial N° 37.317 de 5 de noviembre de 2001.  Este Fondo actúa como banco de segundo piso del sector agrícola, proporcionando crédito subvencionado a través de las instituciones bancarias privadas y públicas.  En este aspecto, el FONDAFA promueve y financia programas especiales de desarrollo agropecuario y programas sociales.

28. El FONDAFA entregó durante los primeros siete meses de 2002 créditos por un valor de 49,5 mil millones bolívares (35,4 millones de dólares EE.UU. al tipo de cambio de septiembre de 2002), de los 73.000 millones de bolívares (52,1 millones de dólares EE.UU.) aprobados para el mismo período.  De este monto, más de la mitad se destinó al Programa Especial de Financiamiento de Carácter Social, con el fin de proporcionar apoyo a los productores, destacando el financiamiento de la caña de azúcar y el maíz.  El resto fue destinado a programas de cofinanciamiento de la producción agrícola con fondos regionales, o, a través de instituciones financieras a programas para el mantenimiento o la rehabilitación de cultivos y a la administración de programas de compra de maquinaria, particularmente de Brasil y China.

29. Los créditos concedidos por el FONDAFA tienen una tasa de interés equivalente al 80 por ciento de la tasa activa de los seis principales bancos del país, pero están sujetos a una retención del 7 por ciento.  Los intereses se pagan sobre la totalidad del crédito;  sumados a la retención éstos elevan el costo del crédito considerablemente, lo cual explicaría la subutilización de recursos del Fondo en años anteriores, cuando la tasa de retención era aún mayor (10 por ciento).
  En 2001, las autoridades evaluaron la posibilidad de corregir esta distorsión y ajustaron los niveles de retención, de tal manera que no incidieran en la tasa de financiamiento.  Adicionalmente, flexibilizaron las condiciones de financiamiento ajustándolas al perfil del productor.

30. Adicionalmente, existe una cartera agrícola a través de un convenio entre el MAT y la Asociación Bancaria de Venezuela.  Este programa está regulado desde 2000 por la Ley de Crédito para el Sector Agrícola y dispone que el MAT concierte con los bancos comerciales, universales y demás instituciones financieras, un porcentaje mínimo de la cartera de crédito para ser destinado al sector agrícola, el cual ha alcanzado alrededor del 10 por ciento de la cartera de crédito bruta en los últimos tres años.  El programa de crédito bajo la Ley de Crédito para el Sector Agrícola, remplazó al programa de fijación por el BCV de la tasa agrícola al 85 por ciento del promedio de la tasa comercial en los seis primeros bancos del país.  La nueva Ley establece que la tasa de interés a cobrarse a los agricultores sea del 80 por ciento de la tasa activa promedio ponderada de los seis principales bancos universales del país, cuando la referida tasa sea inferior o igual al 20 por ciento anual;  cuando esta tasa ponderada excede el 20 por ciento, el exceso se deduce del 80 por ciento para determinar el nuevo factor.

31. Los créditos concedidos dentro de la cartera agrícola pueden usarse para actividades de producción, almacenamiento, transformación y transporte realizadas directamente por los productores agrícolas, y para la adquisición directa de insumos, asistencia técnica y bienes de capital.  El Ejecutivo está facultado para establecer prioridades para la asignación del crédito.  El total de créditos concedidos en 2000 ascendió a 513.000 millones de bolívares. (756,6 millones de dólares EE.UU.).  En 2001 se concedieron 845.000 millones de bolívares (1,169 millones de dólares EE.UU.).

32. La actividad agrícola está exenta del pago del ISRL:  las exoneraciones a este impuesto totalizaron 23,4 millones de dólares EE.UU. en 1998, de acuerdo a lo notificado por Venezuela a la OMC.
  Las empresas agropecuarias y agroindustriales se benefician además de una rebaja del impuesto a la renta equivalente al 10 por ciento del monto de las nuevas inversiones que se efectúen hasta 2004.

v) Subvenciones a la exportación

33. Se han otorgado y notificado anualmente a la OMC, subvenciones a la exportación de diversos productos, pero por montos relativamente limitados.  Las subvenciones totales a las exportaciones en 1998, último notificado por Venezuela, alcanzaron 7,5 millones de dólares EE.UU.  Para todos los productos beneficiados, las subvenciones estuvieron en ese año por debajo de los niveles anuales de compromiso dentro del Acuerdo de Agricultura (cuadro IV.2.).  Las exportaciones de café, cacao, bananas y otras frutas reciben el grueso de las subvenciones.  Las cantidades exportadas beneficiadas de subvenciones también han estado sistemáticamente por debajo de los compromisos bajo el Acuerdo de Agricultura;  su participación dentro de las exportaciones totales de los productos en cuestión es limitada a excepción de algunos productos, como, por ejemplo, el café, para el que las exportaciones subvencionadas representaron un 30 por ciento del total en 1998.  Todas las subvenciones proporcionadas revisten la forma de subvenciones directas a la exportación.  La ayuda al sector del café y el cacao se proporcionaba a través del Fondo Nacional del Café (Foncafé) y del Fondo Nacional del Cacao (Foncacao) hasta el año 2000, en que estos fondos fueron liquidados.

Cuadro IV.2

Subvenciones a la exportación, desembolsos presupuestarios por principales productos y compromisos anuales en virtud del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC, 1996-98
(Miles de $EE.UU)

	
	
	Desembolsos
	Niveles anuales de 

	NANDINA
	Productos subvencionados
	1996
	1997
	1998
	compromiso, 1998

	0511.99
	Productos de origen animal:  los demás
	577,0
	1,3
	50,3
	610,99

	0702.00
	Tomates frescos refrigerados
	310,2
	39,7
	53,7
	378,5

	0703.10
	Cebollas y chalotes 
	191,6
	16,2
	83,8
	188,5

	0803.00
	Bananas o plátanos frescos o secos
	2.384,7
	595,4
	1.530,8
	2.355,6

	0804.30
	Piñas
	52,9
	5,8
	61,3
	61,8

	0804.50
	Guayabas, mangos y mangostanes
	954,8
	95,6
	352,2
	1.335,2

	0804.40
	Aguacates (paltas)
	20,5
	37,3
	19,3
	213,5

	0805.10
	Naranjas
	111,9
	18,2
	243,7
	465,6

	0805.20
	Mandarinas
	86.05
	5,4
	10,1
	85,5

	0805.30
	Limones
	106.10
	5,0
	96,4
	101,2

	0807.10
	Melones y sandias
	438,9
	144,3
	80,2
	1.024,2

	0807.20
	Papayas
	33.10
	6,5
	18,8
	137,4

	0901.11
	Café sin tostar sin descafeinar
	12.303,3
	900,8
	1.170,2
	11.692,1

	1211.90
	Las demás plantas y partes
	112,7
	8,8
	71,9
	109,6

	1801.00.10
	Cacao crudo
	2.276,3
	439,4
	1.572.4
	4.054,6

	
	Total
	22.045,9
	4.362,1
	7.499,4
	n.a.


n.a.
No se aplica.

Fuente:
Documentos de la OMC G/AG/N/VEN/8, G/AG/N/VEN/15 y G/AG/N/VEN/21 de 15 de octubre de 1997, de 25 de mayo de 1999 y de 22 de junio de 2001, respectivamente.

3) Pesca

34. El comercio de productos pesqueros es superavitario.  Las exportaciones de productos pesqueros totalizaron 154 millones de dólares EE.UU. en 2000, mientras que las importaciones ascendieron a 39,9 millones.  Los activos invertidos en las actividades de captura de los productos pesqueros y de la acuicultura están exonerados del Impuesto a los Activos Empresariales.

35. Hasta 2001, la responsabilidad de la política pesquera recaía sobre el Servicio Autónomo de los Recursos Pesqueros y Acuícolas (SARPA), adscrito primero al Ministerio de Agricultura y Cría y desde 1999 al MPC.  Con la Ley de Pesca y Acuacultura, Decreto N° 1.524 de 3 de noviembre de 2001, se creó el Instituto Nacional de la Pesca y Acuacultura (INAPESCA), ente autónomo adscrito al Ministerio de Agricultura y Tierras (MAT) y se decidió el cese paulatino de funciones del SARPA.
  El INAPESCA que inició sus funciones el 1° de marzo de 2002, es responsable de apoyar al MAT en la elaboración y formulación de los planes de desarrollo y políticas pesqueras y de acuicultura, así como de la ejecución de esas políticas.  También se encarga de otorgar los permisos, licencias, concesiones y aprobaciones necesarias para la pesca, la acuicultura y las actividades conexas, así como de autorizar las actividades de captura y extracción de recursos hidrobiológicos.  El INAPESCA tiene la responsabilidad de definir y aplicar las tarifas sobre los servicios prestados así como de las diversas autorizaciones otorgadas y, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, participar en las negociaciones del comercio internacional sobre productos pesqueros, promoviendo, por otra parte, la celebración de acuerdos y convenios en materia pesquera y de acuicultura con otros países.

36. En general, la pesca dentro de la Zona Económica Exclusiva de Venezuela está restringida a buques de bandera nacional inscritos en el Registro Naval Venezolano.  Excepcionalmente, por ejemplo, se puede permitir que buques extranjeros pesquen en la Zona Económica Exclusiva en el marco de convenios regionales o subregionales.  La Ley de Pesca reserva a los pescadores artesanales tradicionales la exclusividad de la explotación de los recursos pesqueros de los ríos y otros ambientes acuáticos continentales, así como de los recursos pesqueros próximos a la línea de costa, dentro de una franja de hasta seis millas de ancho.  Esta exclusividad también abarca a las diez millas alrededor de las áreas insulares.

37. Las autorizaciones para dedicarse a la pesca o a la acuicultura se obtienen del INAPESCA.  Las licencias de pesca son otorgadas a los buques pesqueros y pueden ser artesanales o industriales.  Las licencias artesanales tienen una vigencia de cinco años, renovables;  las licencias industriales atunera y palangrera tienen vigencia de diez años;  las de pesca de arrastre tres años.  Los permisos comerciales autorizan la captura de organismos permitidos, en las zonas y épocas establecidas, y tienen una vigencia de un año con carácter renovable.  Los permisos de procesamiento y comercialización deben obtenerse para cada operación a realizar, es decir, para adquirir, transportar, procesar, importar y exportar productos o subproductos pesqueros y de acuicultura.

4) Minería (Excepto hidrocarburos)

i) Características y acceso a los mercados

38. Los principales productos mineros producidos por Venezuela son el hierro, la bauxita, el carbón, los diamantes y el oro.  En 2001 el valor estimado de la producción minera totalizó 858.386 millones de bolívares (1.186,2 millones de dólares EE.UU. al tipo de cambio promedio de 2001), frente a 609.671 millones de bolívares (896,7 millones de dólares EE.UU. al tipo de cambio promedio de 2000) en 2000.  La recaudación estimada en concepto de impuestos mineros en el año 2001 fue de 10.227 millones de bolívares (14,1 millones de dólares EE.UU.).  A pesar de que su contribución al PIB es sólo del 0,9 por ciento, el sector minero es un importante generador de ingresos por exportación.  De acuerdo a información proporcionada por las autoridades, las exportaciones de carbón fueron de 250 millones de dólares EE.UU. en 2001, mientras que las exportaciones del mineral de hierro totalizaron 91 millones de dólares EE.UU.

39. La protección arancelaria al sector minero es relativamente reducida y bastante por debajo del promedio arancelario general.  El arancel medio aplicado a los productos mineros era de sólo el 5,5 por ciento en 2001.  La mayoría de los productos están sujetos a tipos arancelarios del 5 por ciento.

40. Los derechos de prospección y explotación no están sujetos a restricciones en materia de nacionalidad pero se requiere un representante legal domiciliado en Venezuela.  Para extraer minerales se necesita una concesión o autorización.  A pesar de no excluirse la participación privada, el Estado desempeña un papel muy importante en el sector minero no petrolero, sobre todo a través de la Corporación Venezolana de Guayana (CVG).  La CVG es un instituto autónomo con patrimonio propio e independiente del fisco nacional, encargado del establecimiento y de la coordinación de empresas estatales en la región de Guayana así como de la promoción y ejecución del desarrollo industrial de la región.

41. La extracción de carbón está a cargo principalmente de Carbones del Guasare, S.A. (90 por ciento del total) y Carbones La Guajira, ambas sociedades mixtas con participación de CARBOZULIA, filial de Petróleos de Venezuela S.A.  Además, se realiza una pequeña producción por parte de las tres empresas arrendatarias de las concesiones de Carbones del Suroeste, C.A. (COOPEMIN, CARBONES ARENALES Y CARBOIANCA).  La producción de carbón ascendió a 7,9 millones de toneladas métricas en 2001 (cuadro IV.3), con un valor de la producción de 223.742 millones de bolívares a precio de mercado (309,2 millones de dólares EE.UU.).
Cuadro IV.3

Actividad minera (excluidos los hidrocarburos), 1996-01

(Millones de toneladas)

	
	Volumen de producción 

	
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001

	Mineral de hierro
	18,5
	18,5
	16,6
	14,1
	17,4
	17,1

	Carbón
	4,0
	5,3 
	6,5 
	6,6
	7,8
	7,9

	Bauxita
	..
	5,0
	4,8
	4,2
	4,4
	4,2

	Oro (toneladas)
	11,7
	22,3
	6,8
	5,9
	7,03
	8,2


..
No disponible.

Fuente:
Ministerio de Energía y Minas.

42. La explotación y comercialización del mineral de hierro está actualmente a cargo de la empresa estatal CVG-Ferrominera de Orinoco, filial de Corporación Venezolana de Guayana (CVG).  En el año 2001 el volumen estimado de la producción de mineral de hierro se situó en 17,1 millones de toneladas métricas, con ventas estimadas en 17,1 millones de toneladas destinándose el 59,7 por ciento al mercado interno y el 40,2 por ciento al mercado externo.  Los principales yacimientos de mineral de hierro se encuentran en la región de Guayana.  La explotación de bauxita está a cargo de C.V.G. BAUXILUM.  La capacidad de producción es de unos 6 millones de toneladas anuales.  La producción se destina principalmente a la industria nacional del aluminio y fue de 4,2 millones de toneladas métricas en 2001.
43. La producción estimada de oro en el año 2001 se estima en 8.174 kg, con un valor de la producción de 38.360 millones de bolívares (56,4 millones de dólares EE.UU.), de los cuales dos tercios son producidos por pequeños productores, que se benefician de trato de pequeña empresa según la Ley de Minería de 1999 (ver infra) y un tercio por CVG MINERVEN, empresa de la CVG.  La producción de diamantes ascendió a 168.128 quilates en 2001 y se encuentra en manos de pequeños productores.  El valor de la producción estimada de diamantes fue de 5.803 millones de bolívares (8 millones de dólares EE.UU.) en el año 2001.
ii) Marco institucional y legal

44. La política minera es formulada e implementada por el Despacho del Viceministro de Minas, del Ministerio de Energía y Minas (MEM).  La política sobre minerales no metálicos es formulada y administrada por los Estados, a menos que éstos carezcan de legislación, en cuyo caso la responsabilidad recae sobre el MEM.  Los lineamientos estratégicos del sector minero durante los años 2000 y 2001 se orientaron a:  reestructurar y fortalecer al sector;  revisar la política de otorgamiento de concesiones con el objeto de implantar un sistema automatizado de concesiones;  impulsar las actividades exploratorias y prospectivas;  diversificar las exportaciones mineras a fin de fortalecer la capacidad competitiva en mercados internacionales;  y promover la inversión privada nacional y extranjera.

45. El Decreto Nº 295 de 5 de septiembre de 1999 (Decreto con Rango y Fuerza de Ley de Minas) y publicado en la Gaceta Oficial de 28 de septiembre de 1999, regula el ejercicio de las actividades mineras en Venezuela.  La Ley estipula que las minas y yacimientos minerales de cualquier clase existentes en el territorio nacional pertenecen a la República y otorga al Ejecutivo, a través del MEM, la responsabilidad para la formulación de planes de exploración y aprovechamiento de los recursos mineros.  La Ley de Minas de 1999 derogó a la anterior Ley de Minas de 28 de diciembre de 1944.

46. La Ley de Minas de 1999 dispone que la exploración, explotación y aprovechamiento de los recursos mineros se haga mediante cinco modalidades:  directamente por el Ejecutivo;  concesiones de exploración y subsiguiente explotación;  autorizaciones de explotación para la pequeña minería;  mancomunidades mineras;  y minería artesanal.  Se considera a las concesiones como bienes inmuebles.  Los derechos mineros concedidos son temporales y se ejercen dentro de los límites geográficos determinados.  Toda persona, natural o jurídica, nacional o extranjera, y domiciliada en Venezuela puede obtener derechos mineros.  Las empresas extranjeras deben tener un representante legal domiciliado en Venezuela.  Las concesiones mineras se extienden a través de la emisión de un Certificado de Explotación que tiene una validez de 20 años prorrogable.  Las autorizaciones de explotación se conceden sólo a la pequeña minería y dan un derecho de explotación precario (por ejemplo, no se consideran bienes inmuebles).

47. Los titulares de derechos mineros deben pagar un impuesto superficial por cada hectárea otorgada, a partir del cuarto año de concedido el derecho respectivo, así como un impuesto de explotación.  El impuesto de explotación empieza a pagarse una vez comenzada la extracción del mineral, en dinero o en especie.  El MEM puede decidir reducir el tipo impositivo aplicado a la mayoría de los minerales.  El Ejecutivo, principalmente a través del SENIAT, tiene la facultad de exonerar total o parcialmente al beneficiario de los derechos mineros del pago de los impuestos de importación sobre aquellos bienes considerados indispensables para la actividad minera en sus distintas fases, que no sean producidos en el país.

5) Hidrocarburos

i) Características

48. El sector petrolero es la espina dorsal de la economía de Venezuela.  Los ingresos petroleros de Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA) totalizaron 53.234 millones de dólares EE.UU. en 2000.  De acuerdo a las cifras preliminares para 2001 estos ingresos fueron de 46.250 millones de dólares EE.UU.  Debido a su intensidad de capital y a pesar de su gran contribución al PIB, los efectos directos en el empleo son considerablemente menores y bastante cíclicos, fluctuando con los precios del crudo.  En 2000, las reservas de petróleo de Venezuela ascendían a 77.658 millones de barriles (sin incluir las de la Faja del Orinoco), equivalentes a 67,5 años de producción al ritmo actual y las reservas de gas a 25.474 millones de pies cúbicos, equivalentes a 100,7 años de producción.

49. En 2000, la producción de petróleo y de gas natural representaron el 22,1 por ciento del PIB y la refinación otro 5,3 por ciento, totalizando una contribución del sector al PIB del 27,4 por ciento (cuadro IV.4).  La capacidad de producción fue de unos 3,58 millones de barriles diarios y la capacidad de refinación de alrededor de 3,1 millones.  La producción realizada fue de 1.151 millones de barriles (3,05 millones de barriles diarios), representando cerca del 4 por ciento de la producción mundial y del 10 por ciento de la producción de la OPEP.  La de productos refinados llegó a unos 440 millones de barriles (1,24 millones de barriles por día).  La producción de gas fue de 253 millones de pies cúbicos.  La producción de Orimulsión llegó a 6.235 toneladas, casi el doble que en 1995.
  Cifras preliminares para 2001, las cuales incluyen la Franja del Orinoco, señalan una capacidad de producción de petróleo de 3,99 millones de barriles diarios.

50. Venezuela es el cuarto exportador mundial de crudo y el tercero dentro de la Organización de Países Exportadores de Petróleo (OPEP) después de Arabia Saudita e Irán, en términos de valor.  De acuerdo a PDVSA, las exportaciones totales de petróleo y gas llegaron a 27.885 millones de dólares EE.UU. en 2000 (17.525 millones de dólares en los primeros tres trimestres de 2001), representando más del 80 por ciento de las exportaciones venezolanas totales de bienes.  El mercado para el crudo venezolano se concentra en los Estados Unidos, Centroamérica y el Caribe, y, en menor medida, en el resto de América Latina, debido principalmente a que los costos de transporte a estos mercados son menores que a otras partes del mundo y a la existencia de refinerías venezolanas en varios países del Hemisferio Occidental.

51. La producción de petróleo en términos de valor ha sufrido considerables altibajos en los últimos años, reflejando las fluctuaciones de los precios del crudo.  Los ingresos petroleros y las exportaciones cayeron dramáticamente entre 1997 y 1998, repuntando algo en 1999 y experimentando un sustancial incremento en 2000.  El precio promedio de exportación de Venezuela alcanzó los 26,28 dólares EE.UU. por barril en 2000 (ligeramente por encima del precio realizado general), lo que supuso un incremento de 10,24 dólares EE.UU. por barril con respecto a 1999.  Venezuela se benefició de los mayores precios del petróleo en 2000, aunque luego éstos experimentaron una reducción a raíz de la decisión tomada en la Conferencia 109 de la OPEP en marzo de 2000, en la cual esta organización decidió aumentar su producción conjunta.  La cuota de producción petrolera venezolana dentro de la OPEP era de 2.497.000 barriles por día el 1° de enero de 2002, representando un 11,5 por ciento de la producción total de la OPEP.
52. La actividad petrolera está principalmente en manos del sector público, el cual generó el 96 por ciento del PIB del sector en 2000.  La totalidad de las actividades de refinación está en manos del sector público.  Las actividades de exploración e industrialización del gas natural están abiertas al sector privado, el cual participa en las actividades petroleras a través de convenios operativos y asociaciones estratégicas.  Estos dos esquemas también se emplean en relación con la producción de petróleo crudo.  Están en funcionamiento un total de 33 convenios productivos, los cuales produjeron en conjunto 160,1 millones de barriles de petróleo en 2000, es decir, un 13,9 por ciento de la producción total.  Además, están en operación dos asociaciones estratégicas (Cerro Negro y Petrozuata), las cuales produjeron 56 millones de barriles (4,9 por ciento del total) en 2000.

Cuadro IV.4

Actividades petroleras, 1995-00

	
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000

	Millones de Bs.

	Valor de las actividades petroleras 
	2.367.190
	7.778.329
	8.755.039
	6.422.505
	9.916.209
	18.688.206

	
Petróleo y gas natural
	1.979.387 
	6.332.690 
	7.002.229 
	5.030.042
	7.972.304
	15.493.599

	
Refinación
	387.803 
	1.445.639 
	1.752.810
	1.392.463
	1.943.905
	3.194.607

	Millones de $EE.UU.

	Valor de exportación
	13.862
	18.660
	18.301
	12.134
	16.697
	27.885

	Ingresos
	26.173
	34.189
	37.140
	26.659
	32.648
	53.234

	Inversiones 
	5.301
	5.388
	5.905
	5.241
	4.207
	4.296

	Utilidad
	3.373
	4.382
	4.505
	663
	2.828
	7.354

	Porcentaje

	Porcentaje del PIB
	24,6
	26,5
	27,3
	27,8
	27,4
	27,4

	Petróleo y gas natural
	19,8
	21,5
	22,2
	22,6
	21,8
	22,1

	Refinación
	4,8
	5,1
	5,1
	5,2
	5,6
	5,3

	Porcentaje del valor de exportación 
	66,5
	73,5
	72,4
	63,4
	75,3
	77,8

	Empleo en el sector petrolero (porcentaje de población económicamente activa)
	0,50
	0,48
	0,43
	0,42
	0,37
	0,37

	Capacidades

	Producción  (miles de barriles/día)
	3.179
	3.416
	3.761
	3.822
	3.560
	3.582

	Refinación (miles de barriles/día)
	2.438
	2.440
	2.821
	3.096
	3.096
	3.098

	Producción petroquímica (millones tm)
	2,5
	5,3
	5,3
	5,6
	5,9
	5,9

	Producción

	Petróleo crudo (miles de barriles)
	1.021.365
	1.088.850
	1.153.400
	1.215.120
	1.116.705
	1.151.436

	Productos refinados (miles de barriles)
	378.850
	404.503
	424.269
	428.437
	424.915
	440.624

	Producción petroquímica (bruta, miles de barriles)
	4.058
	4.404
	4.365
	4.294
	4.022
	3.907

	Gas natural (miles de pies cúbicos)
	232.788
	240.377
	248.343
	258.847
	227.836
	252.973

	Orimulsión (ventas, miles de tm)
	3.560
	4.173
	4.027
	3.604
	5.102
	6.235

	Precio realizado (millones de $EE.UU.)

	Petróleo crudo
	13,93
	17,44
	15,09
	9,38
	15,35
	24,94

	Productos refinados
	17,14
	20,82
	19,57
	13,73
	17,57
	28,57

	Reservas

	Petróleo (millones de barriles)
	66.329
	72.667
	74.931
	76.108
	76.852
	77.658

	Gas natural (millones de pies cúbicos)
	24.794
	24.714
	25.147
	25.321
	25.345
	25.474


Fuente:
Elaboración de la OMC a partir de información del MEM y de PDVSA.

53. En 2000, las inversiones en prospección, desarrollo de yacimientos y otros rubros realizadas por Petróleos de Venezuela S.A. totalizaron 4.296 millones de dólares EE.UU., frente a 5.900 millones de dólares EE.UU. en 1997.  Las decisiones sobre inversión se vieron influidas por los bajos precios del petróleo a finales de 1997 y 1998, sin embargo, el incremento de los precios en 2000 no se tradujo en un incremento sustancial de las inversiones, aunque la tendencia continuó en 2000 cuando los precios se recuperaron.  La mayor parte de la inversión es interna proveniente de fuentes públicas.  La inversión directa extranjera en el sector es limitada, habiéndose totalizado 627,7 millones de dólares EE.UU. para los hidrocarburos en el período 1993-2000 y 137,5 millones de dólares EE.UU. para los productos petroquímicos (cuadro IV.5).  En 2000, las principales inversiones, en orden de importancia, provinieron de los Estados Unidos, Holanda, Panamá y las Islas Caimán.

Cuadro IV.5

Inversión extranjera directa registrada en los sectores de hidrocarburos y petroquímico, 1993-00

(Millones de $EE.UU.)

	Sector
	1993
	1994
	1995
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	Total

	Hidrocarburos
	43,2
	77,7
	35,6
	110,7
	85,4
	78,7
	191,7
	4,7
	627,7

	Gas natural
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	0,8
	0,0
	0,8

	Petroquímico
	88,2
	17,6
	5,8
	2,0
	2,4
	12,3
	9,1
	0,1
	137,5

	Total
	131,4
	95,3
	41,4
	112,7
	87,8
	91,0
	201,6
	4,8
	766,0


n.a.
No se aplica.

Fuente:
Ministerio de Energía y Minas.

54. Como se mencionó en el informe de la Secretaría para su examen anterior, gran parte de los recursos de hidrocarburos de Venezuela son de bajo costo, y mucha de la industria doméstica se ha desarrollado partiendo de la premisa de que esa ventaja se debe traducir en insumos suministrados a un precio inferior al del mercado internacional.  A lo largo de varias importantes cadenas de producción, por ejemplo la del aluminio y los productos petroquímicos, la estructura del mercado venezolano facilita la fijación del precio de insumos por debajo de su costo de oportunidad en el mercado internacional.  Consiguientemente, los 344.000 barriles diarios de productos refinados distribuidos domésticamente por PDVSA en 2000 se comercializaron a un precio promedio de 8,54 dólares EE.UU. por barril, mientras que el precio promedio del petróleo crudo venezolano de exportación se ubicó en 25,91 dólares EE.UU. por barril.
  Entre 1997 y 2000, el precio de la gasolina de 95 octanos permaneció inalterado en 75,11 bolívares (unos 0,11 dólares EE.UU.) por litro, a pesar de una tasa de inflación acumulada de más del 100 por ciento en ese período.

55. Venezuela tiene una participación activa dentro de la OPEP.  En 2000, Venezuela propuso que la OPEP adoptara un sistema de banda de flotación del precio promedio de la cesta OPEP para que éste se ajustara, mediante aumentos o disminuciones de producción, a un rango establecido de 22 a 28 dólares EE.UU. por barril.  La idea es que la banda de flotación permita estabilizar el mercado petrolero.  Venezuela desempeña un papel fundamental en el mercado internacional del petróleo al ser uno de los pocos países exportadores fuera de Oriente Medio que tiene un excedente de capacidad de producción.  En el contexto de los esfuerzos de la OPEP para apoyar y estabilizar los precios mundiales del petróleo, Venezuela ha ajustado el nivel de su producción petrolera, la cual ha sufrido variaciones relativamente amplias en los últimos dos años.
56. En el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS), Venezuela eximió a los servicios relacionados con el petróleo del trato NMF en el marco de convenios con Alemania, Francia, Brasil y países de América Central y el Caribe que otorgan preferencias en lo relacionado a la distribución y comercialización del petróleo y sus productos, así como en materia de servicios de asesoramiento e intercambio de tecnología.

57. Venezuela ha suscrito acuerdos de cooperación energética para proporcionar petróleo con un número de países.  A través del Acuerdo de Cooperación Energética para Países de Centroamérica y el Caribe (Acuerdo de San José), firmado el 3 de agosto de 1980 en San José, Costa Rica, y sucesivamente renovado mediante Declaraciones anuales, México y Venezuela suministran 160.000 barriles de crudo y productos (80.000 cada país) a Barbados, Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Haití, Honduras, Jamaica, Nicaragua, Panamá y la República Dominicana.  En 2000, se firmaron el Acuerdo Energético de Caracas con países del Caribe y el Convenio Integral de Cooperación entre Venezuela y Cuba (Capítulo II(4)(vii)).  Además, se firmaron Memoranda de Entendimiento y Programas de Cooperación Energética con Colombia, India, México, Nigeria y el Reino Unido.
ii) Marco institucional y jurídico

a) Petróleo

58. El MEM es responsable de la política minera y petrolera.  Al MEM le corresponde la regulación, formulación y seguimiento de las políticas, la planificación, realización y fiscalización de las actividades del Ejecutivo Nacional en materia de minas, hidrocarburos y energía en general.  El ámbito de competencia del Ministerio comprende lo relativo al desarrollo, aprovechamiento y control de los recursos naturales no renovables y de otros recursos energéticos, así como de las industrias mineras, eléctricas, petroleras y petroquímicas.  Asimismo, constituye responsabilidad del MEM el estudio del mercado y el análisis y fijación de precios de los productos del petróleo.
59. También es responsabilidad del MEM la supervisión de Petróleos de Venezuela, S.A. (PDVSA).  PDVSA es una corporación energética de propiedad total del Estado, constituida en 1976, que tiene actividades en el área de hidrocarburos, incluyendo gas, Orimulsión, carbón y petroquímica.  Para ello cuenta con un número de filiales en Venezuela y participa en empresas que realizan actividades de refinación, distribución y comercialización del petróleo tanto en los países del Caribe como en Alemania, Bélgica, los Estados Unidos, el Reino Unido y Suecia.  En los Estados Unidos, PDVSA posee la empresa CITGO Petroleum Corporation, así como el 50 por ciento de la PDV Midwest Refining Company.  PDVSA es una de las principales empresas exportadoras de gasolina a los Estados Unidos.

60. En 2001 se introdujo una nueva Ley Orgánica de Hidrocarburos (Decreto N° 1.510 de 2 de noviembre de 2001).  Este Decreto, con fuerza de ley, regula todo lo relativo a la exploración, explotación, refinación, industrialización, transporte, almacenamiento, comercialización, conservación de los hidrocarburos, así como en lo referente a los productos refinados y a las obras que la realización de estas actividades requiera.  La Ley de 2001 derogó la Ley de Hidrocarburos de 13 de marzo de 1943, lo mismo que algunas otras disposiciones anteriores.  Asimismo, la Ley dispone que las asignaciones de ingresos petroleros calculados sobre los montos de regalía contemplados en la Ley de Hidrocarburos del 13 de marzo de 1943 continúen estimándose en base a dichos montos (ver infra).  Las actividades relativas a los hidrocarburos gaseosos se rigen por la Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos.  Las autoridades han observado que ha prevalecido el criterio de coexistencia entre ambas leyes orgánicas en razón de que los fines y las circunstancias que se regulan en las mismas requieren tratamientos diferentes al ser el gas un recurso cuya explotación y comercialización tiene características propias.

61. Basada en los principios estipulados en la Constitución de 1999, la Ley Orgánica de Hidrocarburos establece que los yacimientos de hidrocarburos pertenecen a la República, son bienes del dominio público y por lo tanto son inalienables e imprescriptibles.  La Ley declara las actividades relativas a hidrocarburos de utilidad pública y como primordialmente dirigidas al desarrollo nacional y al beneficio colectivo y que éstas se realizarán atendiendo a la defensa y uso nacional del recurso y a la conservación del medio ambiente.

62. El ejercicio de las actividades primarias (exploración, extracción, recolección, transporte y almacenamiento iniciales) debe ser realizado por el Estado, ya sea directamente por el Ejecutivo o mediante empresas de su exclusiva propiedad.  Adicionalmente, este ejercicio puede hacerse mediante empresas mixtas en las que el Estado tenga una participación mayor del 50 por ciento del capital social.  Las empresas que se dediquen a la realización de actividades primarias (empresas operadoras) están facultadas a operar en áreas geográficas delimitadas por el MEM.  La constitución de empresas mixtas y las condiciones que regirán la realización de las actividades primarias, requieren la aprobación previa de la Asamblea Nacional;  la Ley estipula que estas empresas tengan una duración máxima de 25 años, prorrogable por un lapso no mayor de 15 años.

63. La Ley reserva al Estado todo lo relativo a refinerías existentes, así como sus ampliaciones y futuras mejoras, y al transporte principal de productos y gas.  Sin embargo, las nuevas actividades de refinación, así como las de comercialización, están abiertas al sector privado.  Las nuevas refinerías deben responder a un plan nacional para su instalación y operación, deben estar vinculadas a proyectos aprobados por el MEM y orientarse principalmente a la modernización de los procesos de utilización y a la obtención de combustibles limpios.  Para ejercer las actividades de refinación debe obtenerse una licencia del MEM.  Las licencias de refinación son transferibles, previa aprobación del MEM;  son también revocables, por decisión del MEM, y pueden ser traspasadas forzosamente, previo pago, al Estado.  Para la obtención de una licencia es necesario indicar las ventajas especiales que se ofrezcan en favor del país.  Las licencias tienen una duración máxima de 25 años, prorrogables por un máximo de 15 años adicionales.

64. Las empresas que se dediquen a las actividades de refinación de hidrocarburos deben registrarse en el MEM, al igual que las personas naturales o jurídicas que deseen ejercer las actividades de suministro, almacenamiento, transporte, distribución y expendio de estos productos.  La construcción, modificación, ampliación, destrucción o desmantelamiento de establecimientos, instalaciones o equipos, destinados al comercio interior de los productos derivados de hidrocarburos, requieren una autorización previa del MEM.

65. La Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001 dispone que el MEM pueda fijar los precios de los productos derivados de los hidrocarburos en el comercio interior, así como adoptar medidas para garantizar el suministro.  Los precios pueden fijarse mediante bandas o cualquier otro sistema.

66. La Ley de 2001 incrementa las regalías a las que está sujeta la producción petrolera, al disponer que de los volúmenes de hidrocarburos extraídos de cualquier yacimiento, el Estado tenga derecho a una participación del 30 por ciento como regalía, comparada con una regalía del 16 2/3 por ciento bajo la Ley anterior.  El Ejecutivo está facultado para reducir temporalmente el monto de la regalía al 20 por ciento para los yacimientos maduros o de petróleo extrapesado de la Faja del Orinoco si se demuestra que no son económicamente explotables con la regalía del 30 por ciento.  En el caso de proyectos para mezclas de bitúmenes procedentes de la Faja del Orinoco la regalía puede reducirse temporalmente del 30 hasta un límite del 16 2/3 por ciento.  Las regalías se pagan por lo general a precios de mercado.  Aparte de estar sujeta a regalías, amparada en la Ley del Impuesto sobre la Renta de 12 de septiembre de 1999, la producción petrolera estaba sujeta al ISRL a una tasa del 67,7 por ciento hasta 2001.  El aumento de la regalía fue acompañado por una disminución en la tasa del Impuesto sobre la Renta al 50 por ciento, con el objeto de mantener el promedio de participación fiscal nacional de los últimos 24 años, el cual ha sido del 54 por ciento.

67. La Ley Orgánica de Hidrocarburos de 2001 dispone también que se pague un Impuesto de Consumo Propio, un Impuesto Superficial y un Impuesto al Consumo General.  El Impuesto de Consumo Propio grava el uso de hidrocarburos venezolanos como insumos.  Este impuesto es del 10 por ciento del valor de cada metro cúbico de productos derivados de los hidrocarburos producidos y consumidos como combustible en operaciones propias de las empresas del sector petrolero, calculado sobre el precio de venta al consumidor final.  El Impuesto de Consumo General es pagado por el consumidor y se aplica sobre cada litro de producto derivado de los hidrocarburos vendido en el mercado interno.  La alícuota es de entre el 30 y el 50 por ciento del precio pagado por el consumidor final y es fijada anualmente en la Ley de Presupuesto.  La alícuota fue fijada en 30 por ciento para el ejercicio fiscal del año 2002.  El Impuesto Superficial se aplica sobre la parte de las concesiones que no están en explotación, y se incrementa con el tiempo.  El impuesto es de 100 U.T. por cada km² o fracción del mismo, por cada año transcurrido sin explotar la superficie, incrementándose en un 2 por ciento durante los primeros cinco años y en un 5 por ciento en los años subsiguientes.

68. La Ley de Impuesto sobre la Renta concede una rebaja de impuesto del 8 por ciento del monto de las nuevas inversiones realizadas a aquellos contribuyentes que se dediquen a la explotación de hidrocarburos y de actividades conexas, tales como la refinación y el transporte.  Se concede además una rebaja del 4 por ciento del impuesto sobre el costo de las nuevas inversiones realizadas en exploración, perforación, recuperación secundaria de hidrocarburos, aprovechamiento, conservación y almacenamiento del gas.  Además, se concede, para el año 2002, una rebaja del impuesto a la renta del 10 por ciento del monto de las inversiones en activos, en programas y actividades destinados a la conservación, defensa y mejoramiento del medio ambiente, la recuperación de las áreas objeto de exploración y explotación de hidrocarburos y gas realizadas en las áreas de influencia de la unidad de producción.

69. Bajo la Ley de Asignaciones Económicas Especiales para los Estados Derivadas de Minas e Hidrocarburos de 2000, se destina a los Estados y al Distrito Federal, un mínimo del 25 por ciento del monto de los ingresos fiscales recaudados por concepto de los tributos sobre hidrocarburos y minería, una vez deducido el porcentaje correspondiente al situado constitucional.  Se destina de este monto un 70 por ciento a los Estados en cuyos territorios se encuentren situados los hidrocarburos y el 30 por ciento restante es distribuido entre los otros Estados y el Distrito Federal.

b) Gas natural

70. El Decreto Nº 310 de 12 de septiembre de 1999 o Ley Orgánica de Hidrocarburos Gaseosos reglamenta la explotación del gas en Venezuela.
  Los yacimientos de hidrocarburos gaseosos son propiedad del Estado.  Las actividades de exploración y explotación de yacimientos, recolección, almacenamiento y utilización tanto del gas natural no asociado proveniente de dicha explotación, como del gas que se produce asociado con el petróleo u otros fósiles;  así como el procesamiento, industrialización, transporte, distribución, comercio interior y exterior de dichos gases, pueden ser ejercidas tanto por empresas públicas como por el sector privado, con o sin la participación del Estado.  Las actividades a ser realizadas por personas privadas nacionales o extranjeras requieren una licencia o permiso, según el caso.  La Ley declara de servicio público las actividades relacionadas con el transporte y distribución de gas para el consumo colectivo.
71. Las licencias para actividades de exploración y explotación de gas no asociado tienen una duración máxima de 35 años, prorrogables por un lapso, a ser acordado entre las partes, no mayor de 30 años.  Esta prórroga deberá ser solicitada antes de los cinco años de su vencimiento.  La Ley da un plazo máximo de cinco años para la realización de la exploración y cumplimiento de los programas respectivos.  Para actividades distintas a las de exploración y explotación, se requiere un permiso del MEM.  Los proyectos referentes a la industrialización de los hidrocarburos gaseosos deben inscribirse en el Registro del MEM.

72. El Ente Nacional del Gas (ENAGAS), creado en 1999 y adscrito al MEM, tiene como objetivo promover el desarrollo del sector y la competencia en todas las fases de la industria de los hidrocarburos gaseosos relacionadas con las actividades de transporte y distribución y para coadyuvar en la coordinación y salvaguarda de dichas actividades.  El MEM determina los precios de los hidrocarburos gaseosos desde los centros de producción y procesamiento (precio de adquisición del gas).  ENAGAS elabora las bases para el establecimiento de las tarifas que se aplican a los consumidores finales, las cuales son fijadas por el MEM y el MPC conjuntamente.  Las tarifas para los consumidores finales se calculan como el resultado de la suma del precio de adquisición del gas, la tarifa de transporte y la tarifa de distribución.  Las tarifas de transporte y distribución, si bien no están fijadas, se determinan siguiendo los principios establecidos por el MEM, que incluyen costos de operación y mantenimiento, impuestos, depreciación, amortización de inversiones y, además, un margen de rentabilidad similar a la de otras actividades de riesgo comparable.

73. A pesar de que la regulación integral del servicio de gas corresponde al MEM a través de ENAGAS, la Ley Orgánica de Régimen Municipal permite a los municipios la distribución y venta de electricidad y gas en las poblaciones de su jurisdicción.  Con la finalidad de esclarecer las competencias del poder municipal y nacional, el 7 de noviembre de 2001, se promulgó el Decreto con Fuerza de Ley de Armonización de los Poderes Públicos Nacional y Municipal para la Prestación de los Servicios de Distribución de Gas con Fines Domésticos y de Electricidad.
74. La producción de gas, como la de petróleo, está sujeta al pago de regalías.  De los volúmenes de hidrocarburos gaseosos extraídos de cualquier yacimiento, y no reinyectado, el Estado tiene derecho a una participación mínima del 20 por ciento como regalía.  El monto de la regalía se usa como parámetro para las licitaciones.

iii) Actividades relacionadas con el sector del petróleo

a) Productos refinados

75. Venezuela posee una importante industria nacional de refinación constituida por seis refinerías de petróleo en el país, todas propiedad de PDVSA.  La capacidad total de refinación de PDVSA a nivel mundial se ha incrementado en un 27 por ciento entre 1995 y 2000, cuando totalizó 3,1 millones de barriles diarios.  Venezuela ha venido siguiendo, además, una política de adquisición de capital en refinerías extranjeras.  El volumen de crudos procesados en 2000 fue de 1.079,4 millones de barriles diarios en promedio.  En 2000, se produjeron 379,9 millones de barriles de productos refinados y se exportaron 290,2 millones de barriles, de los cuales un 47 por ciento a los Estados Unidos y un 42 por ciento al resto de América Latina.

76. PDVSA es una de las mayores empresas mundiales en cuanto a capacidad de refinación ya que, aparte de las refinerías venezolanas, es propietaria de cinco refinerías en los Estados Unidos y, adicionalmente, tiene una importante participación accionaria en tres refinerías en dicho país.  Asimismo, tiene un arrendamiento de largo plazo en la refinería Isla de Curazao, y participación accionaria en nueve refinerías en Europa (Alemania, Bélgica, el Reino Unido y Suecia).  La capacidad de procesamiento de todas las refinerías en las que participa PDVSA fue de 3,1 millones de barriles diarios en 2000;  la capacidad total de refinación en Venezuela es de 1,3 millones de barriles diarios.  Las gasolinas de motor y las naftas representan más de un tercio de la producción de productos refinados por PDVSA en Venezuela.  Entre los productos destilados predomina la producción de destilados livianos.

77. Las actividades de suministro, almacenamiento, transporte, distribución y expendio de los productos derivados de los hidrocarburos, destinados al consumo colectivo interno, son consideradas un servicio público, según lo señalado por el Ejecutivo mediante resolución del MEM.  Esta institución está autorizada a fijar los precios de los productos derivados de los hidrocarburos y adoptar medidas para garantizar el suministro.

b) Productos petroquímicos

78. Venezuela tiene una industria petroquímica desarrollada, que utiliza primordialmente como combustible y materia prima el gas natural, pero que también utiliza insumos importados.  Las industrias de este sector representan un 11 por ciento del valor agregado de la actividad manufacturera total.  La producción y comercialización de productos petroquímicos en el mercado nacional e internacional está concentrada en Petroquímica de Venezuela, S.A. (PEQUIVEN), empresa estatal filial de PDVSA, y en un grupo de empresas privadas.  La producción de PEQUIVEN y las empresas mixtas llegó a 11,3 millones de toneladas métricas en 2001.  Un 65 por ciento de la producción total se destinó al mercado interno;  las exportaciones alcanzaron los 755  millones de dólares EE.UU. en 2001, con la colocación de 3,9 millones de toneladas métricas de productos petroquímicos en el mercado internacional.

79. El arancel aplicado a los productos petroquímicos va del 5 al 15 por ciento, con los insumos por lo general afectados por aranceles del 5 por ciento, la mayor parte de los bienes intermedios por tasas del 10 por ciento, y los productos acabados (principalmente resinas plásticas) sujetos a un arancel del 15 por ciento.  Algunos productos de consumo, como los jabones y perfumes, soportan tasas de un 20 por ciento.  Al poliestireno importado de los Estados Unidos se le aplicaron derechos antidumping entre 1994 y 1999.  En 2000, se impusieron derechos antidumping definitivos a las importaciones, también de Estados Unidos, de cloruro de polivinilo en suspensión y en emulsión (11,7 y 127,9 por ciento, respectivamente).

80. La Ley de Estímulo al Desarrollo de las Actividades Petroquímica, Carboquímica y Similares (Gaceta N° 36.537 de 11 de septiembre de 1998) regula la actividad petroquímica.  PDVSA centraliza y ejecuta las iniciativas del Estado venezolano en materia petroquímica, carboquímica y similares, a través de PEQUIVEN.  La Ley faculta a PEQUIVEN para realizar cualquier tipo de operación mercantil, incluyendo emisiones de acciones, hasta por un 49 por ciento de su capital social.  Los recursos que se generen por estas operaciones se invierten en proyectos de expansión, desarrollo y fortalecimiento de la propia industria petroquímica.
6) Actividades manufactureras no petroleras

i) Características y acceso a los mercados

81. En 2001, las actividades manufactureras no petroleras representaron el 14,3 por ciento del PIB;  un 88 por ciento de las actividades se encontraba en manos del sector privado y un 12 por ciento en manos del sector público.  Excluidos el refinado de petróleo, la industria petroquímica y la transformación de materias primas agrícolas, predominan las industrias de material de transporte, otros productos químicos, como el hierro y el acero, los plásticos, el vidrio, la cerámica, y otros productos metálicos.  La producción manufacturera se contrajo durante la mayor parte de la década pasada, cayendo en un 12,7 por ciento en términos reales entre 1995 y 2000 y reduciendo su participación en el PIB en 2,3 puntos porcentuales.  Las autoridades observaron que este desempeño negativo de la industria se explica por la caída del mercado interno, del comercio ilícito y del contrabando, así como  de las prácticas comerciales desleales, como los subsidios y el dumping.  La producción manufacturera está orientada predominantemente al mercado nacional, o a otros países del área andina.
82. En 2001, el nivel arancelario promedio aplicable a las manufacturas (clasificación CIIU) fue del 12,1 por ciento, mientras que el tipo arancelario medio aplicable a los productos no agrícolas (definición OMC), excluyendo petróleo, fue del 11,6 por ciento.  Los únicos picos arancelarios en el sector (35 por ciento) se aplican a las importaciones de automóviles livianos.  Las áreas que presentan los niveles arancelarios más elevados incluyen los textiles y la confección, con tasas promedio cercanas al 20 por ciento, seguidos por los plásticos, el jabón y los artículos de tocador, el calzado, los muebles y los aparatos eléctricos, con tasas por encima del 18 por ciento (cuadro AIV.1).  Las importaciones de productos químicos, farmacéuticos, fertilizantes, cemento, maquinaria industrial, equipo de oficina, aeronaves, instrumentos musicales y científicos están sujetas a niveles arancelarios promedio inferiores al 8 por ciento.

83. Se aplican derechos antidumping a una serie de productos industriales, por lo general productos de la industria siderúrgica, pero también al calzado, las cerraduras y candados y a las jeringas (capítulo III.2) vi) a)).  Se han iniciado investigaciones sobre medidas de salvaguardia para productos de la industria siderúrgica, los neumáticos y el papel, pero, hasta mediados de 2002, no se había aplicado ningún derecho ni restricción cuantitativa en concepto de salvaguardia.

ii) Marco de política general

84. La formulación de la política industrial es principalmente competencia del MPC, aunque también participan otros ministerios, como el MEM, según el sector industrial del que se trate.  En el diseño de la política industrial se ha introducido el concepto de “cadenas industriales”.  Este concepto supone la participación de todos los eslabones de una cadena productiva en la definición de políticas públicas.  Las autoridades observaron que el concepto de cadenas industriales no implica, que el Gobierno elija “sectores ganadores”, sino que se trata de una iniciativa en la cual usualmente actividades competidoras y con intereses tradicionalmente contrapuestos se presentan unidas e impulsan la adopción de medidas orientadas a la elevación de la competitividad.

85. La política industrial del Gobierno contempla igualmente el objetivo de propiciar el incremento del desarrollo industrial en los Estados con baja densidad industrial o en áreas de especial interés, así como de promover la descentralización industrial mediante el impulso de los ejes de desarrollo propiciados por el Estado (eje Orinoco-Apure, eje occidental y eje oriental) e incentivar el aumento del valor agregado nacional en los productos manufacturados en el país, independientemente del país de origen del capital de las empresas fabricantes o proveedoras.  También se considera primordial el fortalecimiento de la pequeña y mediana industria mediante asociaciones, alianzas estratégicas, así como el desarrollo de su capacidad tecnológica y de innovación.  Otros elementos de política industrial elaborados recientemente incluyen la elaboración, por parte del MPC conjuntamente con el sector privado, de tres planes estratégicos de exportación en los rubros plásticos, automotor y de aluminio, así como un Proyecto de Rehabilitación de Parques Industriales, con una inversión, de acuerdo al MPC, de 5.200 millones de bolívares (7,4 millones de dólares EE.UU.) para la rehabilitación de 10 parques industriales.

86. La Ley de Impuesto sobre la Renta (ISLR) de 1999 otorga una rebaja del impuesto referido, equivalente al 10 por ciento del monto de las nuevas inversiones que se efectúen en los cinco años siguientes a la vigencia de la Ley destinadas al aumento efectivo de la capacidad productiva o a nuevas empresas en el sector industrial, entre otros.  A través del Decreto N° 963 de 27 de agosto de 2000, publicado en la Gaceta Oficial Nº 37.034 de 12 de septiembre de 2000, se dispuso la exoneración del Impuesto Sobre La Renta (ISLR) para las actividades manufactureras por cinco años a partir de septiembre de 2000 en cinco Estados (Amazonas, Apure, Delta Amacuro, Sucre y Trujillo), y en 36 Parques Industriales en otros 17 Estados del país.
  Esta exoneración se enmarca dentro del Plan Estratégico Industrial para el estímulo a la creación y preservación del empleo a través de estímulos a la instalación de empresas en zonas deprimidas económicamente.

87. Para beneficiarse de la exoneración es necesario que la empresa:  sea una PYME manufacturera (máximo cinco trabajadores e ingresos anuales inferiores a 100.000 UT);  no pertenezca a ningún sistema de producción "primaria" (minera, agrícola, ganadera, de comercialización, entre otras);  esté inscrita en el registro que deberá llevar el SENIAT;  y destinar el 100 por ciento del monto del impuesto que le correspondía pagar a mejoras comprobables en materia de investigación y desarrollo científico y tecnológico o en bienes de capital.  El Decreto N° 963 tiene vigencia hasta diciembre de 2008.  Sin embargo, las autoridades han observado que, a septiembre de 2002, el Decreto se encontraba en proceso de modificación y que, hasta ese momento, ninguna empresa se había podido beneficiar de la aplicación de este Decreto debido a que no se habían desarrollado regulaciones y por lo tanto el SENIAT no había podido implementar el registro, y no se habían establecido mecanismos a fin de poder verificar que el impuesto exonerado se dedicara a las actividades dispuestas por la Ley.

88. Otro elemento importante de la política industrial es la concesión de créditos a empresas pequeñas y medianas, principalmente por conducto del Fondo de Crédito Industrial (FONCREI), adscrito al MPC.  El FONCREI concede créditos en condiciones preferenciales para la adquisición de activos tangibles, intangibles y capital de trabajo.  Los créditos deben utilizarse para financiar proyectos de inversión destinados al establecimiento, ampliación y modernización de la industria manufacturera.  El FONCREI proporciona créditos por un monto máximo de 2.000 millones de bolívares, por empresa o grupo de empresas, o hasta el 70 por ciento de la inversión total, a plazos de hasta 15 años incluidos tres de gracia, y a una tasa de interés máxima del 90 por ciento de la tasa activa promedio ponderada de los seis principales bancos del país.  Sólo empresas venezolanas tienen acceso a los fondos del FONCREI.  En 2000, los desembolsos concedidos por el FONCREI ascendieron a 10.292,5 millones de bolívares (15,2 millones de dólares EE.UU.), superiores en un 35 por ciento a los desembolsos concedidos en 1999.  El 97 por ciento de estos desembolsos fueron destinados a pequeñas y medianas empresas.

89. El Banco de Desarrollo Económico y Social de Venezuela (BANDES) inició en 2001 el Programa de Inversión Productiva y Desarrollo Social, con el objetivo de asistir al financiamiento de proyectos no atendidos por la banca tradicional.  Las medianas y pequeñas empresas venezolanas del sector industrial tienen también acceso a créditos preferenciales a través del aval de la Sociedad Nacional de Garantías Recíprocas para la Mediana y Pequeña Industria (SOGAMPI).  Para pertenecer a SOGAMPI, la empresa debe ser catalogada como una PYMI, de acuerdo a los parámetros establecidos por la Ley para la Promoción y Desarrollo de la Pequeña y Mediana Industria (capítulo III. 4) ii)).  El Fondo Nacional de Garantías Recíprocas para la PYME (FONPYME), creado en 2001, sirve de aval de las garantías proporcionadas por las empresas participantes en la SOGAMPI.  El Banco Industrial de Venezuela concede financiación a corto y medio plazo para la producción, comercialización, transporte, almacenamiento y demás operaciones del sector industrial.  El Banco del Pueblo Soberano proporciona créditos a microempresarios.

iii) Principales actividades manufactureras

a) Industria siderúrgica y aluminio

90. Venezuela cuenta con una industria siderúrgica de considerables dimensiones, con fuerte capacidad exportadora.  Los principales productos fabricados son el hierro, el acero, las ferroaleaciones y el aluminio.  Las exportaciones de productos siderúrgicos y aluminio totalizaron 453,8 millones de dólares EE.UU. en 2000.  Las importaciones alcanzaron un valor aproximado de 819,2 millones de dólares EE.UU. ese mismo año.  El principal productor de acero es la empresa SIDOR, privatizada en 1997, siendo también el primer exportador privado de Venezuela.

91. Las importaciones de esos productos estaban en promedio sujetas a un arancel del 8,2 por ciento en 2001, por debajo del arancel promedio nacional, con tipos arancelarios que iban  del 0 al 15 por ciento, y disfrutaban en su mayor parte de un régimen de franquicia, los aranceles más altos se aplicaban a las importaciones de algunos tipos de alambre y de tuberías, mientras que los productos laminados de aceros se importaban con un arancel de, por lo general, el 10 por ciento.  En 2002, los aranceles aplicados a un grupo de productos siderúrgicos se incrementó a sus niveles consolidados en la OMC (hasta un 35 por ciento).  Las autoridades observaron que este incremento fue autorizado por la Comunidad Andina.

92. La siderurgia venezolana se ha visto afectada por la debilidad conyuntural en Venezuela en los últimos años y ha tenido dificultades en hacer frente a la competencia exterior.  Las autoridades han observado que las dificultades para hacer frente a la competencia exterior se debe a que esta industria se ha visto afectada por un importante crecimiento de las importaciones, en condiciones que ellos consideran, son de competencia desleal.  Los principales productores venezolanos han venido acumulando pérdidas y deudas.  La crisis en el sector siderúrgico ha propiciado demandas de protección.  En este sentido, se iniciaron un número de investigaciones antidumping contra las importaciones de productos siderúrgicos que han resultado por lo general en la adopción de derechos temporales y definitivos (ver el capítulo III. 2) vii) a)).  Además de esto, los productores venezolanos, actuando en representación de la rama andina de producción, solicitaron la iniciación de investigaciones antidumping a nivel de la Comunidad Andina para importaciones de palanquillas de acero de Rusia, Kazajstán y Ucrania en toda la Comunidad Andina, y para las importaciones ecuatorianas de productos planos de acero.  En ambos casos se aplicaron derechos definitivos.  Las empresas siderúrgicas venezolanas han solicitado también la iniciación de investigaciones sobre medidas de salvaguardia a nivel de su mercado nacional (ver el capítulo III. 2) vii) b)).

93. Otra actividad importante en Venezuela es la producción de aluminio, debido a la abundante presencia de bauxita y energía.  Las exportaciones de aluminio totalizaron 794 millones de dólares EE.UU. en 2000, representando el 14,9 por ciento de las exportaciones no petroleras.  La producción de aluminio está en manos de empresas administradas por la Corporación Venezolana de Guayana (CVG) a través de Aluminio del Caroní, S.A. (ALCASA) y Venezolana de Aluminio C.A (VENALUM).  ALCASA es de propiedad 92 por ciento estatal, y tiene una capacidad instalada de 210.000 toneladas métricas de aluminio primario al año y 60.000 tm/año de productos laminados.  VENALUM, empresa de capital mixto, es la mayor planta productora de aluminio de Venezuela, con una capacidad instalada de 430.000 toneladas métricas al año.  VENALUM y ALCASA exportan unas tres cuartas partes de su producción.

b) Vehículos automotores

94. La política automotriz venezolana es coordinada con Colombia y Ecuador, en desarrollo de los compromisos adoptados en el marco del Acuerdo de Cartagena.  La producción subregional andina está protegida por aranceles elevados y por una progresividad arancelaria.  Esto resulta de una política sectoral comunitaria que incluye un régimen aduanero especial para ensamblaje, así como aranceles del 35 por ciento para vehículos livianos, del 15 por ciento para vehículos pesados, y del 5, 10 ó 15 por ciento para partes de automóviles.  El arancel promedio para los vehículos motorizados fue del 14,5 por ciento en 2001.  Los productos automotores están sujetos a los requisitos de origen de la Comunidad Andina.  Desde su último Examen de las Política Comerciales en 1996 los incentivos y los requisitos de contenido local han sido eliminados.

95. La industria de ensamblaje de vehículos está compuesta por nueve empresas filiales de grandes productores de autos y otros vehículos.  La producción de vehículos automotores para pasajeros (Categoría 1) fue de 124.663 unidades en 2001, un  43 por ciento más que el año anterior.  Las exportaciones totales de la industria de ensamblaje ascendieron a 225,9 millones de dólares EE.UU. en 2000.  En ese año, las importaciones ascendieron a 1.503,6 millones de dólares EE.UU.

96. Durante el quinquenio 1994-1999, la industria automotriz venezolana se benefició de la suscripción del Convenio de Complementación Industrial en el Sector Automotor con Colombia y Ecuador, el cual resultó en un incremento de las exportaciones a esos dos países que compensó la merma en las ventas del mercado venezolano.  El 16 de septiembre de 1999, Colombia, Ecuador y Venezuela suscribieron un nuevo Convenio de Complementación el Sector Automotor que entró en vigor el 1° de enero de 2000, con una duración de diez años prorrogables.  El nuevo convenio eliminó las fórmulas que exigían un contenido subregional en la producción local, y lo reemplaza por el cumplimiento de un requisito específico de origen, para que los vehículos ensamblados por los productores andinos tuvieran libre acceso al mercado subregional.  El nuevo acuerdo mantiene el AEC del 35 por ciento para las unidades livianas con una capacidad máxima de 16 personas y las de un máximo de 4,5 toneladas de capacidad de carga.  Para los vehículos que superan la capacidad máxima señalada anteriormente, el AEC es del 15 por ciento en el caso de Colombia y Venezuela y del 10 por ciento en el de Ecuador.  El acuerdo establece también un régimen suspensivo de derechos de importación en las ensambladoras que les permite incorporar material subregional e importado para que el vehículo producido pueda circular en la subregión libre de aranceles, previo al cumplimiento del requisito de origen.

97. A partir de finales de 1999, la industria automotriz viene beneficiándose además del Programa Vehículo Familiar 2000.  El programa se implementó a través de un convenio entre Venezuela, representada por el SENIAT, las ensambladoras (General Motors Venezolana C.A., Ford Motor de Venezuela S.A., y MMC Automotriz S.A.), los Fabricantes Venezolanos de Autopartes (FAVENPA) y la Asociación Bancaria de Venezuela, con una duración inicial de cinco años.  El programa está encaminado a la reactivación del sector automotor mediante la exoneración del pago del IVA para la adquisición de vehículos a precios reducidos y a condiciones preferenciales.  La Asociación Bancaria se comprometió a aportar al programa financiero para la compra del vehículo familiar hasta 75.000 millones de bolívares (unos 125 millones de dólares EE.UU. al tipo de cambio promedio de 1999);  financiar hasta el 70 por ciento del precio de venta;  otorgar un plazo de financiamiento inferior a 36 meses;  y a aplicar una tasa de interés variable máxima del 90 por ciento de la tasa de interés nominal promedio ponderada de la banca universal y comercial.

98. Para beneficiarse del programa, los autos deben:  tener una cilindrada de entre 1.000 y 1.600 cc.;  usar gasolina sin plomo y convertidor catalítico;  tener una eficiencia mínima de 12 kilómetros por litro;  no contar con accesorios de lujo ni aire acondicionado;  tener garantía de un año o 30.000 km;  y su precio debe estar en un rango inicialmente fijado de entre 4 y 5,5 millones de bolívares (entre unos 6.500 y 9.000 dólares EE.UU. en 1999), ajustable mensualmente.  Los vehículos deben además cumplir con un requisito de origen venezolano o andino;  es decir, deben tener un contenido nacional de por lo menos entre el 16 y el 24 por ciento.  En la práctica, aparte de las ensambladoras venezolanas antes mencionadas, se benefician del programa dos ensambladoras colombianas.  El MPC estima que las ventas bajo este programa representaron el 25 por ciento de las ventas totales.  El MPC extendió el programa en 2002 a vehículos para el transporte colectivo y para carga ligera (de menos de 8,5 toneladas).

7) Electricidad

99. Venezuela tiene un grado relativamente elevado de electrificación, más del 94 por ciento de la población dispone de servicio eléctrico.  Actualmente Venezuela dispone de 18.906 MW de capacidad instalada en sus diferentes plantas, principalmente en la cuenca del río Caroní.  El Gobierno estima que, antes de 2003, se instalarán 2.200 MW adicionales por parte del sector público y 600 MW por parte del sector privado.

100. La producción de electricidad, incluyendo aquélla generada por vía hidráulica, representa el 1,9 por ciento del PIB.  El valor agregado de las actividades está en un 89 por ciento en manos del sector público (11 empresas) y en un 11 por ciento en manos privadas (8 empresas).  La principal productora es Electrificación del Caroní (EDELCA), con casi tres cuartas partes de la producción total.  La mayor parte de las empresas participan en operaciones de generación, transmisión y distribución de electricidad;  algunas, sin embargo, se concentran exclusivamente en la distribución de electricidad.

101. Los lineamientos de política son dictados por el Ministerio de Energía y Minas, a través de su Viceministerio de Energía.  La regulación del sector es responsabilidad de la Comisión Nacional de Energía Eléctrica, cuyas actividades son financiadas mediante las contribuciones especiales anuales de los usuarios hasta el 1,5 por ciento de los montos de sus facturas.

102. La Ley Orgánica del Servicio Eléctrico de 31 de diciembre de 2001 (Gaceta Oficial Extraordinaria Nº 5.568) dispone que el Estado fomente la participación privada en el servicio eléctrico, pero permite, sujeto a regulación, situaciones de monopolio cuando la libre competencia no garantice la prestación eficiente en términos económicos.
  La Ley reserva para el Estado la actividad de generación hidroeléctrica en las cuencas de los ríos Caroní, Paragua y Caura.

103. La Ley estableció un Mercado Mayorista de Electricidad, sujeto a la libre competencia, para realizar transacciones de bloques de potencia y energía eléctrica.  La Comisión Nacional de Energía Eléctrica deberá establecer los principios, metodología y modelos que rigen la formación de precios de transacción en el Mercado Mayorista de Electricidad.  Hasta agosto de 2002, el MEM seguía asumiendo las funciones de la Comisión.  El Centro Nacional de Gestión del Sistema Eléctrico, creado por la Ley de Electricidad de 1999, tiene como función centralizar la gestión del sector y administrar el mercadeo mayorista de la electricidad.  La distribución de energía eléctrica está abierta al sector privado y sujeta a concesión dentro de un área exclusiva.  La generación y comercialización especializada también están abiertas al sector privado, previa autorización de la Comisión Nacional de Energía Eléctrica.  La actividad de transmisión está sujeta a concesión del MEM.  Se requiere una concesión para cada nueva línea de transmisión, así como para la ampliación y modificación de las instalaciones de transmisión existentes así como para la conexión de instalaciones de transmisión de sistemas independientes.  Las concesiones se otorgan por un lapso máximo de 30 años contados a partir de la firma del contrato, prorrogable por hasta 20 años.

104. Las tarifas de energía eléctrica son fijadas por el MEM y el MPC.  La Ley permite que se concedan subsidios a los usuarios residenciales de muy bajos ingresos, financiados a través de aportes de otros usuarios, aportes presupuestarios o aportes de las empresas generadoras.  Estos subsidios no pueden exceder el 20 por ciento del costo del servicio y deben reducirse en hasta cinco puntos porcentuales cada dos años.  En el caso de los grandes usuarios (consumidores de más de 5 MW), el precio se pacta libremente con los generadores por contrato financiero, pudiendo haber diferencias entre las tarifas cobradas a diferentes usuarios.

105. La privatización de las empresas de servicios eléctricos está prevista desde 1991, pero, hasta 2002, no se había concretizado, con la excepción de la empresa Servicio Eléctrico de Nueva Esparta (SENECA), privatizada en 1998.  El plan para vender el 51 por ciento de las acciones de Energía Eléctrica de Venezuela (ENELVEN) en febrero de 2001 no se concretizó y las acciones de las empresas ENELVEN y ENELCO (Energía Eléctrica de la Costa Oriental) fueron dadas en fideicomiso al BANDES para que se encargara de su privatización.
  Se decidió además recurrir a la firma de convenios de concesión transitorios de distribución para ENELVEN y ENELCO.  La privatización es considerada de particular importancia para el desarrollo futuro del sector electricidad en Venezuela, debido a que el sector requiere ingentes recursos para su expansión.  En los últimos años, los bajos niveles de inversión de las empresas estatales del sector y la falta de capitales nacionales para la inversión, han demorado la ejecución de proyectos para la expansión de unidades de generación, transmisión y distribución.  Con la excepción de EDELCA, se considera que la situación financiera de las demás empresas estatales del sector no les permite incurrir en un programa masivo de inversiones.

106. En 2001, comenzó a operar un sistema de interconexión eléctrica entre Venezuela y Brasil, para suministrar energía a las localidades al sur del Estado Bolívar en Venezuela y a la ciudad brasileña de Boa Vista.  El sistema de interconexión eléctrica entre Brasil y Venezuela, se ampara en un convenio bilateral de suministro y venta de energía a Brasil, que fue firmado originalmente en abril de 1997, entre EDELCA y la compañía ELECTRONORTE de Brasil  El proyecto contempló la construcción de un sistema de transmisión eléctrica con una longitud de 480 km, para el transporte de energía desde la central hidroeléctrica Macagua II, a los puntos de consumo en el norte de Brasil.  El convenio prevé el suministro de electricidad venezolana a Brasil por un período de 20 años, con tarifas de 26 dólares EE.UU. el megavatio por hora, los diez primeros años, y de 28 dólares EE.UU. el megavatio por hora los restantes diez años, indexados con el IPC de los Estados Unidos.  Adicionalmente, para retribuir la inversión total para la construcción del sistema, Brasil se comprometió a efectuar el pago de 20 cuotas semestrales de 4,5 millones de dólares EE.UU., independientemente de la energía consumida, así como de 800.000 dólares anuales por concepto de costos operativos y mantenimiento.

8) Servicios

i) Introducción

107. Los servicios desempeñan un papel de importancia en la economía venezolana;  sin embargo, debido a la magnitud del sector petrolero, su participación en el PIB está por debajo si se compara con la de otros países de la región.  En 2001, los servicios distintos de los prestados por el Gobierno representaron el 35,9 por ciento del PIB;  si se incluyen los servicios del sector público, ese porcentaje aumenta hasta el 43,7 por ciento (cuadro I.1).  La participación del Estado es significativa, los servicios prestados por el Gobierno representan un 20 por ciento del total.

108. Las principales actividades en términos de valor agregado son el comercio, los servicios prestados por el Gobierno, el transporte, y los servicios prestados a las empresas.  Venezuela tiene un déficit importante en el comercio de servicios con el exterior:  en 2000, las exportaciones totalizaron 1.237 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones llegaron a 4.255 millones de dólares EE.UU.

ii) Compromisos AGCS

109. En el marco del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (AGCS) Venezuela asumió compromisos específicos por sectores en varias de las categorías amplias de servicios, incluyendo servicios prestados a las empresas, comunicaciones, construcción e ingeniería, servicios financieros, servicios de turismo y de transporte.  Los compromisos cubren una amplia variedad de subsectores.  Los compromisos en el área de transporte se limitan al transporte marítimo y los servicios auxiliares (cuadro AIV.2).  En general, la lista de compromisos de Venezuela impone limitaciones al acceso a los mercados o al trato nacional para el suministro transfronterizo, el consumo en el extranjero y la presencia comercial.  En lo relativo a la presencia de personas físicas no se consolidó el acceso a los mercados ni el trato nacional, con excepción de lo previsto en los compromisos horizontales.

110. En cuanto a los compromisos horizontales en el marco del AGCS, Venezuela dejó sin consolidar el acceso al mercado sin limitaciones para todos los sectores incluidos en su lista.  La única excepción a esta limitación general es la relativa a la presencia temporal de ciertas categorías de personas físicas (personal de dirección, gerentes y ejecutivos, especialistas, y vendedores de servicios), sujeta a ciertas limitaciones específicas, como la estancia de un año, pudiendo ser renovable, así como el requisito de que el 90 por ciento del personal de una empresa sea venezolano, y que el total de las remuneraciones pagadas a extranjeros no exceda el 20 por ciento del total. 

111. La Lista de Exenciones del Artículo II (NMF) del AGCS contiene ciertas reservas como, por ejemplo, la condición de reciprocidad, por tiempo indefinido, para el ejercicio en Venezuela de ciertos servicios profesionales regidos por leyes especiales (médicos, ingenieros, abogados, arquitectos, veterinarios, farmaceutas, economistas).  Otras de las exenciones están relacionadas con preferencias, como aquéllas concedidas en el marco de acuerdos bilaterales sobre servicios de distribución y mercadeo de petróleo y derivados, consultoría e intercambio de tecnología.  Adicionalmente existen exenciones en lo relativo a otorgar el trato nacional a las obras cinematográficas realizadas en coproducción con Argentina, Brasil, Colombia, Cuba, Ecuador, España, Italia, México, Nicaragua, Panamá, Perú y la República Dominicana (indefinido) y con Chile (por diez años, prorrogables).

112. En su lista de compromisos, Venezuela se reservó el derecho de imponer una condición de reciprocidad, hasta 2005, para banca y seguros en lo relativo a  autorizaciones para el acceso de capitales extranjeros mediante participación en instituciones existentes, la apertura de sucursales o la constitución de nuevos proveedores de servicios.  Las autoridades observaron que esta reserva no se ha utilizado.  En el área de transporte marítimo, el acceso a las cargas transportadas por vía marítima que genere el comercio exterior de Venezuela está sujeto al principio de reciprocidad.  El intercambio de notas diplomáticas entre Estados Unidos y Venezuela, concede a los transportistas de cada país, el derechos de acceso al transporte de carga reservada del otro país, siempre que se efectúe en naves de propiedad de dichos transportistas o fletadas por ellos, con excepción de las cargas que originen el Ministerio de Defensa de Venezuela y el Departamento de Defensa de los Estados Unidos.

iii) Servicios financieros

113. Los servicios financieros representaron alrededor del 1,5 por ciento del PIB en 2000 y del 1,1 por ciento en 2001.  A finales de 2001 había en Venezuela 72 instituciones bancarias y 52 empresas proveedoras de seguros, además de otras instituciones financieras.  Las actividades financieras están principalmente en manos del sector privado.  Durante los últimos diez años y a raíz de la adopción de una nueva legislación para la banca y otras instituciones financieras, el grado de participación extranjera en el sector bancario se ha incrementado considerablemente, y se ha dado un  proceso de consolidación de las instituciones bancarias.  La inspección, supervisión, reglamentación y control de bancos y otras instituciones financieras es de la competencia de la Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras (SUDEBAN).

114. En el marco del AGCS, Venezuela participó en la negociación del Quinto Protocolo, y contrajo compromisos específicos con respecto a los siguientes servicios financieros:  i) bancos e institutos de crédito, ii) casas de cambio, iii) entidades de inversión colectiva (fondos mutuales, de capital de riesgo, inmobiliarias), mercados de capitales, iv) cajas de valores v) sociedades administradoras de fondos mutuales, vi) servicios de asesores de inversiones, vii) corretaje de títulos y valores, y viii) seguros y reaseguros.  El Quinto Protocolo entró en vigor para Venezuela el 1° de marzo de 1999.  En general, Venezuela se ha reservado el derecho de mantener limitaciones a la participación extranjera en algunas actividades.
  El acceso al mercado para instituciones financieras extranjeras con hasta el 100 por ciento de propiedad extranjera está consolidado, sujeto a determinadas condiciones, lo mismo que el suministro transfronterizo para los servicios de reaseguros;  el trato nacional con respecto a la presencia comercial de todas las instituciones financieras incluidas en la oferta, está consolidado sin restricciones.

b) Sector bancario

Características generales

115. En 2001 operaban en Venezuela 72  instituciones bancarias, de las cuales 62 eran privadas y 10 públicas, 7 de las cuales se rigen por leyes especiales.  La Ley distingue entre bancos universales, autorizados a realizar todo tipo de operaciones, incluidas las transacciones internacionales, y bancos comerciales, además de otras instituciones financieras especializadas (bancos hipotecarios, bancos de inversión, arrendadoras financieras, fondos del mercado monetario, casas de cambio, tomando en consideración que la nueva Ley incluyó a los bancos de desarrollo, bancos de segundo piso, las entidades de ahorro y préstamo y a los operadores cambiarios fronterizos).  A finales de 2001 operaban 19 bancos universales, todos privados, y 20 bancos comerciales, 19 de los cuales eran privados.

116. Desde el último Examen en 1996, ha habido un proceso de apertura y consolidación del sistema bancario.  A raíz de las reformas introducidas  a las operaciones de los bancos extranjeros con la Ley de 1994, el número de sucursales de bancos del exterior en Venezuela así como el segmento de mercado de los mismos ha aumentado significativamente.  En 2001, operaban 15 bancos extranjeros.  De entre los cinco mayores bancos, cuya participación combinada en el mercado es del 61 por ciento, tres son bancos universales de capital extranjero (Provincial, de Venezuela, y Caracas), dos son bancos universales de capital nacional (Mercantil y Unibanca, resultado de la fusión, en el año 2002, de Banesco y el Banco Unión).  La participación total de los bancos extranjeros en la banca universal y comercial era del 46,4 por ciento en 2001 (39,7 por ciento en 2002);  la de los bancos privados nacionales era del 47 por ciento (53,1 por ciento en 2002), mientras que la participación de la banca universal y comercial del Estado era del 6,6 por ciento (7,2 por ciento en 2002).  En 2002, el número total de bancos se redujo a 58 como consecuencia de la aceleración del proceso de consolidación en los primeros meses del año.  Esto se compara con 127 entidades bancarias existentes al momento de realizar el primer Examen.  Del mismo modo, la participación de la banca extranjera se incrementó del 22,7 al 39,7 por ciento y la participación de la banca estatal cayó del 26,5 al 7,2 por ciento de los activos totales desde el primer Examen.

117. Existen siete bancos estatales con leyes especiales en Venezuela, cuyas operaciones se orientan al desarrollo de actividades específicas.  Estos son:  el Banco Industrial de Venezuela (BIV);  el Banco Nacional de Ahorro y Préstamo (BANAP);  el Instituto Municipal de Crédito Popular (I.M.C.P.);  el Banco de Comercio Exterior (BANCOEX);  el Banco de Desarrollo de la Mujer;   el Banco del Pueblo Soberano, C.A., y el Banco de Desarrollo Económico y Social de Venezuela (BANDES), que financia proyectos de infraestructura pública y privada, de innovación, transferencia y desarrollo tecnológico. (capítulo III. 3) 2) b)).

118. A raíz del incremento sustancial de las tasas de interés en los primeros meses de 2002, algunas instituciones financieras experimentaron un deterioro en sus portafolios, al aumentar la  morosidad de los préstamos.
  La actividad bancaria también se vio afectada por la canalización de parte del crédito a programas de crédito preferencial.  Sin embargo, el grado de cobertura se incrementó, al ponerse en efecto la totalidad de los nuevos requerimientos de capital de la Ley de Bancos de 2001.  A mediados de 2002, las autoridades se encontraban debatiendo la situación del BIV y evaluando los posibles cursos de acción.

Marco institucional y jurídico

119. La Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras (SUDEBAN), organismo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, adscrito al Ministro de Finanzas, es responsable de inspeccionar, supervisar, vigilar, regular y controlar a bancos y otras instituciones financieras, incluyendo a los Bancos que se rigen por leyes especiales, con excepción del Banco del Pueblo Soberano C.A. y del Desarrollo de la Mujer, C.A.  La facultad de inspección, supervisión y vigilancia de la SUDEBAN fue ampliada en virtud de la nueva Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras promulgada en el año 2001, que permite a SUDEBAN efectuar inspecciones cada vez que lo juzgue necesario.

120. La Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras (Decreto N° 1526 con Fuerza de Ley de Reforma de la Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras de 3 de noviembre de 2001) regula las actividades del sistema bancario y financiero en Venezuela.
  Esta ley derogó a la Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras (Decreto-Ley Nº 3228 de 29 de noviembre de 1993).  El número de instituciones financieras especializadas y de empresas reguladas por la SUDEBAN fue ampliado por la nueva Ley General de Bancos para incluir bancos de desarrollo, bancos de segundo piso, entidades de ahorro y préstamo, operadores cambiarios fronterizos, sociedades de garantías recíprocas y fondos nacionales de garantías recíprocas.  Adicionalmente, el Decreto N° 1550 con Fuerza de Ley de los Fondos y las Sociedades de Capital de Riesgo de 2001 instruyó a la SUDEBAN a autorizar la constitución de ese tipo de sociedades de capital de riesgo, así como su supervisión, control, vigilancia, inspección y regulación.  La nueva Ley también dispone que estén bajo la supervisión de la SUDEBAN las sociedades de garantías recíprocas y los fondos nacionales de garantías recíprocas, así como los institutos y empresas municipales de crédito.

121. La Ley General de Bancos estipula los requisitos mínimos de capital para cada tipo de institución:  40.000 millones de bolívares para los bancos universales;  16.000 millones de bolívares para los bancos comerciales, de desarrollo y de segundo piso;  10.000 millones de bolívares para los bancos de inversión;  8.000 millones de bolívares para las instituciones de ahorro y préstamo;  y 5.000 millones de bolívares para las arrendadoras financieras o fondos del mercado monetario.  Los bancos regionales tienen requisitos de capital que son, para cada categoría de banco, por lo general el 50 por ciento de aquéllos estipulados para las entidades no regionales.
  Los bancos y demás instituciones financieras deben, además, mantener un patrimonio no menor al 12 por ciento de su activo.  Los requisitos mínimos se incrementaron en más de un 1.000 por ciento con respecto a la Ley de 1994.  Los bancos debieron cumplir con estos nuevos requisitos al 30 de junio de 2002.

122. La Ley de 2001 dispone que los bancos universales, bancos comerciales y entidades de ahorro y préstamo destinen recursos al otorgamiento de microcréditos (créditos al sistema microfinanciero y microempresarial), con un porcentaje inicial del 1 por ciento del capital del monto de la cartera crediticia al cierre del ejercicio semestral anterior, hasta alcanzar el 3 por ciento en un plazo de dos años.  La Ley dispone ciertas limitaciones y prohibiciones relativas a la actividad de las diferentes categorías e instituciones financieras.  Los bancos universales, por ejemplo, no pueden conceder créditos comerciales por plazos que excedan de tres años, o adquirir (mantener) más del 20 (10) por ciento del capital social de una empresa, a menos que se trate de empresas que realicen operaciones conexas o vinculadas a la actividad bancaria.  Los bancos comerciales están sujetos a similares limitaciones.  Los bancos de inversión no pueden otorgar préstamos por plazos superiores a siete años;  los de inversión o segundo piso, por plazos superiores a diez años.

123. La Ley de 2001 incorpora a su texto legal al Banco Nacional de Ahorro y Préstamo, el cual tiene por función actuar como organismo intermediario del Estado para la administración y canalización de recursos destinados al desarrollo de los planes habitacionales y para garantizar la restitución de préstamos hipotecarios.  Este banco anteriormente se regía por una ley especial distinta a la Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras.

124. El establecimiento, traspaso o cierre de un banco, así como el traslado al extranjero de filiales de bancos universales y comerciales constituidos en Venezuela, requieren la autorización de la SUDEBAN.  Las autorizaciones de funcionamiento se conceden en un plazo de tres meses a partir de la recepción por la SUDEBAN de la solicitud.  Se requiere que las instituciones financieras y casas de cambio estén constituidas bajo la forma de compañía anónima, con acciones nominativas de una misma clase, no convertibles al portador, y que tengan un mínimo de diez accionistas.  La SUDEBAN debe autorizar también todo traspaso de acciones que implique que el adquirente, o personas naturales o jurídicas vinculadas a éste, pasen a poseer el 10 por ciento o más de su capital social o del poder de voto en la Asamblea de Accionistas.  Para accionistas con más del 10 por ciento del capital se requiere, en un plazo de seis meses, una autorización por cada compra de acciones mayor o igual al 5 por ciento del capital social o del poder de voto.

125. Para el establecimiento de bancos y otras instituciones financieras, propiedad de bancos o inversionistas extranjeros, o el establecimiento en Venezuela de sucursales de bancos o instituciones financieras extranjeras, se requiere, además de la autorización de la SUDEBAN, de la opinión favorable del Banco Central de Venezuela (BCV), la cual es vinculante.  La participación del capital venezolano en el sistema bancario extranjero no podrá ser superior al 20 por ciento del capital social de la institución extranjera, ni podrá exceder el 20 por ciento del patrimonio del banco comercial o universal de que se trate.  En todo caso, ambos tipos de operaciones deben ser autorizadas por la SUDEBAN.

126. La Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras estipula el establecimiento de un aporte especial destinado a financiar las operaciones de la SUDEBAN, comprendido entre el 0,4 y el 0,6 por mil del promedio de los activos de la institución, correspondiente al precedente ejercicio semestral.  La cuantía exacta del aporte es fijada por el Consejo de la SUDEBAN.

127. La Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras excluye a los bancos y demás instituciones financieras de las normas de atraso y quiebra previstas por el Código de Comercio y sustituye éstas por un régimen especial para dichas instituciones.  Este régimen incluye medidas administrativas, y, en caso de incumplimiento o ineficacia de las mismas, se aplican mecanismos extraordinarios de transferencia, estatización, intervención, rehabilitación y liquidación.  La SUDEBAN está autorizada a dictar y coordinar la aplicación de estas medidas, una vez recibidas las opiniones del BCV y del Consejo Superior, las cuales son de carácter vinculante.  El Fondo de Garantía de Depósitos y Protección Bancaria (FOGADE) es una institución autónoma con patrimonio independiente adscrita al Ministerio de Finanzas, cuya principal misión es cumplir con el pago de la garantía de depósitos y establecer el régimen de administración de los activos obtenidos en los procesos de liquidación a través de los denominados contratos de fideicomiso con empresas no financieras.  Con la nueva Ley General de Bancos y otras Instituciones Financieras se eliminó la posibilidad de que FOGADE proporcionara auxilio financiero a instituciones en dificultades.

128. Los depósitos bancarios efectuados por el público dentro del territorio venezolano, en bolívares, que sean nominativos, a la vista, de ahorro, a plazo fijo, certificados de ahorro, certificados de depósito a plazo y bonos, están garantizados hasta por un monto de 10 millones de bolívares.  Están garantizadas por el mismo monto, las inversiones nominativas en los Fondos del Mercado Monetario, los títulos de capitalización y otros títulos o instrumentos financieros nominativos, que hayan sido aprobados por el FOGADE.

129. El Consejo Bancario Nacional, formado por un representante de cada uno de los bancos e instituciones financieras regidas por la Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras y por leyes especiales, con la única excepción del BCV, tiene como principal función el analizar la situación económica y bancaria en Venezuela y enviar informes sobre la misma y recomendaciones a la SUDEBAN y al BCV.
  El Consejo Bancario Nacional tiene también por atribuciones establecer las pautas para el cobro de servicios al cliente, e informar a la SUDEBAN de los casos de incumplimiento a las prácticas bancarias.  El Consejo Superior, integrado por el Ministro de Finanzas, el Presidente del BCV, el Presidente del FOGADE, el Superintendente de Bancos y Otras Instituciones Financieras y un Director Ejecutivo designado por el Presidente de la República, tiene como función dar opinión en materia de autorizaciones, revocatoria o suspensión de la autorización de funcionamiento, modificación de los capitales mínimos requeridos, estatización o la intervención de bancos y otras instituciones financieras.

130. La Ley de Reforma Parcial de la Ley de Crédito para el Sector Agrícola de 9 de noviembre de 2001 dispone que la Asociación Bancaria de Venezuela (ABV) suscriba anualmente convenios con el MAT para la canalización de un porcentaje de recursos negociados a tasas de interés preferenciales hacia el sector agrícola.  El Ejecutivo fija el primer mes de cada año el porcentaje mínimo de la cartera de crédito que cada uno de los bancos comerciales y universales le destinará al sector agrícola, el cual en ningún caso puede exceder del 30 por ciento de la cartera de crédito, previa opinión de la SUDEBAN.  Este porcentaje mínimo sirve de base para las negociaciones.  En caso de no lograrse un acuerdo el Ejecutivo puede fijar dicho porcentaje.  La Ley dispone también que el Ejecutivo establezca una tasa de interés para el porcentaje de las colocaciones crediticias que se destinen al sector agrícola, igual o menor al promedio de las tasas corporativas más bajas de los seis principales bancos comerciales del país.  A 31 de diciembre de 2001, se exigía que la banca destinara un 15 por ciento de su cartera al sector agrícola, con la posibilidad de destinar un porcentaje menor, en caso de que se demostrara que la demanda era baja.  Según información proporcionada por la SUDEBAN, el porcentaje de la cartera agrícola efectivamente colocado fue del 8,71 por ciento del total de créditos colocado por la banca;  la tasa de interés promedio fue del 28,86 por ciento.

c) Seguros

131. El control de la actividad aseguradora en Venezuela lo realiza la Superintendencia de Seguros, servicio autónomo de carácter técnico sin personalidad jurídica adscrito al Ministerio de Finanzas.  La Superintendencia de Seguros lleva registros de compañías de seguros y de reaseguros constituidas en Venezuela, de reaseguradoras extranjeras, de productores de seguros, de sociedades de corretaje de seguros y reaseguros, de empresas financiadoras de primas, de auxiliares de seguros de auditores externos, de actuarios, de textos de pólizas, de tarifas de inversión extranjera, de árbitros, y de comunidades organizadas y organizaciones públicas.

132. A finales de 2001, el sector de los seguros comprendía 52 empresas, de las cuales 10 controlaban más del 60 por ciento del mercado y las 20 primeras el 84 por ciento.  Todas las compañías de seguros que operan en Venezuela son sociedades anónimas constituidas en el país.  Las primas netas cobradas por las compañías de seguros que operaban en el mercado venezolano ascendieron a 1,5 y 1,9 billones de bolívares en 2000 y 2001, respectivamente.

133. Las compañías de seguros, reaseguros y corretaje que operan en Venezuela deben disponer de una autorización de funcionamiento de la Superintendencia de Seguros, lo mismo que los productores de seguros, los agentes exclusivos,  los corredores de seguros, y las sociedades de corretaje de seguros y reaseguros.  En términos generales, el mercado de seguros está abierto a la presencia comercial de proveedores de servicios de seguros extranjeros sólo mediante la constitución de una sociedad en Venezuela, o a través de la adquisición de acciones de empresas constituidas en el país.  Las empresas extranjeras no pueden establecer filiales o sucursales en Venezuela.  En el mercado de reaseguros o de corretaje de reaseguros sí se permite el establecimiento de sucursales u oficinas de representación (ver infra).  El comercio transfronterizo está prohibido, salvo para las actividades de reaseguros.  En los términos en que lo establezcan los acuerdos de integración se pueden permitir otras formas de inversión extranjera en la actividad aseguradora y reaseguradora.  Las empresas de seguros deben tener una junta directiva, compuesta por lo menos de cinco miembros, al menos un tercio de los cuales debe tener una experiencia mínima de cinco años en la actividad de seguros y como mínimo la mitad de los miembros deben ser venezolanos y domiciliados en el país.

134. El Decreto N° 1.545 de 9 de noviembre de 2001, Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros, regulaba la actividad de seguros a mediados de 2002.
  La nueva Ley derogó la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros publicada en la Gaceta Oficial de la República de Venezuela N° 4865 Extraordinario de 8 de marzo de 1995.  Con la adopción de la nueva Ley, se solicitó a las empresas de seguros y reaseguros operando en Venezuela que presentaran un plan de adaptación;  para la implementación de los requisitos de constitución de reservas técnicas se les concedió un plazo de dos años desde la entrada en vigencia de la Ley.  En septiembre de 2002, una sentencia del Tribunal Supremo suspendió la aplicación de la Ley de Empresas de Seguros y Reaseguros de 2001, mientras se revisaba la constitucionalidad de la misma.  Las autoridades observaron que para efectos administrativos se estaba aplicando la Ley derogada de 1995 mientras se elucidaba la situación del Decreto N° 1.545.

135. La nueva Ley de Seguros incrementa las facultades de la Superintendencia de Seguros y la autoriza a adoptar medidas preventivas.  La Superintendencia de Seguros está autorizada a ejercer las facultades de regulación, inspección, vigilancia, supervisión, control y fiscalización en forma consolidada, abarcando al grupo económico, estén o no sus miembros domiciliados en el país.  La Ley amplió el número de representantes que conforman el Consejo Nacional de Seguros constituido por representantes de las empresas de seguros y reaseguros, de corretaje, los agentes exclusivos y los corredores de seguros, los asegurados y los auxiliares de seguros.

136. La adquisición de acciones en empresas de seguros o reaseguros por el 20 por ciento o más de su capital social requiere la aprobación de la Superintendencia de Seguros, a menos de que esta adquisición se realice a través de la Bolsa de Valores.  Salvo las operaciones de reaseguro, o a menos que el Ejecutivo disponga lo contrario, está prohibido celebrar operaciones de seguros con entidades extranjeras no autorizadas para desarrollar la actividad aseguradora en Venezuela, cuando el riesgo está ubicado en territorio venezolano.

137. Para operar en Venezuela las empresas de seguros y de corretaje de seguros deben adoptar la forma de sociedad anónima y tener un capital mínimo de 100.001 U.T. si operan en seguros generales o seguros de vida, de 200.000 U.T. si han sido autorizadas para operar en seguros generales y seguros de vida simultáneamente antes de la entrada en vigencia del Decreto Ley, o de 1.500 U.T. en el caso de las empresas de corretaje de seguros.  Dicho capital mínimo debe ser ajustado cada dos años.

138. Las empresas de reaseguros constituidas y domiciliadas en el exterior pueden tener sucursales en Venezuela siempre que demuestren que están debidamente autorizadas para realizar operaciones en su país de origen, que mantienen un patrimonio no inferior a 10 millones de dólares EE.UU. y que no existen impedimentos para la libre convertibilidad de la moneda.  Para obtener y mantener la autorización para operar como empresas de reaseguros en Venezuela es necesario adoptar la forma de sociedad anónima y mantener un capital mínimo de 250.000 U.T., el cual debe ser reajustado cada dos años.  Las sociedades de corretaje de reaseguros no domiciliadas en el país también pueden mantener sucursales y/u oficinas de representación para la aceptación de riesgos de reaseguros.  Aparte de esto, la participación de la inversión extranjera en la actividad aseguradora puede realizarse mediante la adquisición de acciones en empresas de seguros o de reaseguros, de corretaje de seguros o de reaseguros constituidas en el país, o mediante la constitución de una empresa de seguros o de reaseguros, de corretaje de seguros o de reaseguros.  Asimismo, la Ley de Seguros prevé que los términos en los que se establezcan los acuerdos de integración se permitirán otras formas de Inversión Extranjera en la actividad aseguradora o reaseguradora.

139. A través del Decreto Ley N° 1545 de Seguros de 2001, se limitó el campo de operaciones de las compañías de seguros:  sólo se otorgan autorizaciones para operar sea exclusivamente en el ramo de seguros de vida o en uno o más ramos de seguros generales.  Sin embargo, las empresas que venían operando ambas actividades pueden seguir haciéndolo, pero, con el fin de mantener su autorización, deben adecuar su capital mínimo a lo exigido en el Decreto Ley.  Las empresas de seguros pueden realizar operaciones de reaseguros en aquellos ramos en los cuales están autorizadas para realizar operaciones de seguros;  pueden también realizar operaciones de fianzas, reafianzamiento, fondos administrados y fideicomisos, mandatos, comisiones y otros encargos de confianza.  Las empresas de reaseguros no pueden realizar operaciones de seguros.

140. Las tarifas aplicables por las empresas de seguros deben ser aprobadas previamente por la Superintendencia de Seguros.  Las tarifas propuestas a la Superintendencia deben considerar la estimación de la prima pura de riesgo y los costos de intermediación, operación y utilidad esperada.

141. Se aplica una contribución especial destinada al funcionamiento de la Superintendencia de Seguros de entre el 0,20 y el 1,5 por ciento del total de las primas netas cobradas, de los ingresos por cuenta de comisiones en los casos de las sociedades de corretaje y de los ingresos por intereses cobrados en los financiamientos otorgados a los tomadores de seguros en los casos de las financiadoras de primas.
  El importe de la contribución especial es fijado anualmente por el Ministro de Finanzas a proposición del Superintendente de Seguros.

142. El Decreto Ley de Seguros estableció los llamados "Seguros Solidarios":  las empresas de seguros deben destinar un porcentaje de su cartera para ofrecer contratos de seguros a las personas naturales que tengan ingresos de hasta dos salarios mínimos, destinados a proteger riesgos tales como gastos odontológicos, servicios funerarios y accidentes personales.  Dicho porcentaje será del 1 por ciento del total de las primas cobradas al cierre del ejercicio anual anterior hasta alcanzar el 2 por ciento en un plazo de dos años.  Las primas anuales de estos contratos no pueden ser superiores al 50 por ciento del salario mínimo.  Las empresas de seguros no pueden negarse a suscribir las pólizas de seguros si el tomador cumple con las condiciones establecidas en el contrato.  A septiembre de 2002, no había información disponible con respecto a la implementación de los "Seguros Solidarios".

143. En el marco de las negociaciones ampliadas sobre servicios financieros al amparo del AGCS, Venezuela contrajo compromisos específicos con respecto a tres servicios de seguros:  i) seguros de vida y seguros distintos de los de vida, ii) reaseguros y iii) corretaje de seguros y reaseguros.
  Con respecto al acceso a los mercados, Venezuela no consolidó el suministro transfronterizo ni el consumo en el exterior de seguros de vida y seguros distintos de los de vida, ni el de corretaje de seguros y reaseguros.  El Ejecutivo Nacional, cuando lo considere conveniente, podrá solicitar condiciones de reciprocidad con los capitales nacionales, por parte de los países de origen de los capitales extranjeros que participen en el sistema asegurador venezolano.  En materia de reaseguros, se inscribió como limitación al acceso a los mercados, que el Ministerio de Finanzas tuviera la facultad de prohibir operaciones de reaseguros con determinadas compañías.  Las autoridades han observado, sin embargo, que el Decreto Ley de Seguros no dispone que el Ministerio de Finanzas tenga esa facultad.

144. Para las actividades de seguros, reaseguros y corretaje de seguros y reaseguros, la presencia comercial de los proveedores extranjeros está limitada por una prohibición al establecimiento de sucursales de empresas extranjeras u oficinas de representación.  Los proveedores extranjeros de reaseguros pueden mantener representaciones permanentes en Venezuela, previa autorización de la Superintendencia de Seguros, para la provisión de reaseguros.  Las autorizaciones de establecimiento para las tres actividades están supeditadas a posibles requisitos de reciprocidad.  Sin embargo, las autoridades han observado que, en la práctica, por mandato constitucional, la inversión extranjera está sujeta a las mismas condiciones que la inversión nacional, en consecuencia el Decreto Ley de Seguros no exige requisitos de reciprocidad a la inversión extranjera en el sistema asegurador venezolano.

145. Venezuela consolidó sin limitaciones el trato nacional para las empresas extranjeras en el modo de suministro de presencia comercial para los servicios de seguros y corretaje de seguros.

d) Otras instituciones financieras

146. El sistema financiero venezolano incluye un número de otras instituciones como cajas de ahorro, casas de cambio y fondos de garantías, entre otras.  La Comisión Nacional de Valores (CNV), entidad con personalidad jurídica y patrimonio propio adscrita al Ministerio de Finanzas, es el organismo encargado de promover, regular, vigilar y supervisar el mercado de capitales.  La CNV lleva un Registro Nacional de Valores.  La Ley de Mercado de Capitales, publicada en la Gaceta Oficial N° 36.565 de 22 de octubre de 1998, regula la oferta pública de valores, excepto los títulos de deuda pública y de crédito.  Las entidades de inversión colectiva, como fondos mutuales, de capital de riesgo e inmobiliarias, deben tomar la forma de sociedades mercantiles y obtener un permiso de la CNV para poder operar.

147. Las bolsas de valores deben constituirse como sociedades anónimas, mediante autorización de la CNV.  Su capital inicial no puede ser inferior a 200 millones de bolívares.  La adquisición de acciones en bolsa no requiere autorización previa.  En el caso de transacciones de acciones de bancos, la SUDEBAN debe ser notificada.  La Bolsa de Valores de Caracas (BVC), fundada en 1947, es una entidad privada y cuenta con 63 miembros, en su mayoría casas de bolsa.  Desde 1999 funciona el Sistema Integrado Bursátil Electrónico (SIBE).  A finales de agosto de 2002, había 58 empresas listadas en la BVC, con una capitalización total de 4,99 billones de bolívares (3.532,6 millones de dólares EE.UU.).

148. En el primer semestre de 2002, las ofertas públicas de valores autorizadas por la CNV aumentaron en un 115,5 por ciento con respecto al mismo período en 2001, como consecuencia, especialmente, de aumentos de capital exigidos a las instituciones financieras por la SUDEBAN y por la fusión de diferentes instituciones bancarias.  La emisión de papeles comerciales se contrajo en un 51,7 por ciento en el mismo período, llevando a la CNV a emitir nuevas normas con respecto a la emisión y oferta pública de estos instrumentos, para así permitir una mayor flexibilidad en los requisitos para su autorización.  Para incentivar el desarrollo del mercado de capitales, la CNV elaboró las Normas Relativas a la Oferta Pública sobre la Titularización de Activos, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.523 de 8 de septiembre de 2002.

149. En 2002 se incorporaron bonos de la deuda pública venezolana (VEBONOS) a la cotización en la BVC.  Los VEBONOS 2005 y 2006, son a tres y medio y cuatro años, y devengan intereses trimestralmente.  Las autoridades señalaron que estos valores han contribuido a dar más dinamismo a la BVC.

150. La Bolsa de Valores de Productos Agrícolas (BOLPRIAVEN), en funcionamiento desde 1999, maneja la negociación de contratos de compraventa de productos, insumos y servicios de origen o destino agrícola.  Actualmente se encuentran inscritos en BOLPRIAVEN 12 rubros agrícolas. (arroz, azúcar, cacao, café, carne bovina y porcina en canal, fertilizantes orgánicos, ganado bovino y porcino en pie, maíz, quesos y sorgo).  Las autoridades señalaron que se tiene previsto añadir otros 60 productos a la BOLPRIAVEN en el corto plazo.  Las transacciones de la BOLPRIAVEN durante los siete primeros meses de 2002 totalizaron 157.498 millones de bolívares (unos 112 millones de dólares EE.UU. al tipo de cambio prevaleciente en septiembre de 2002), un aumento del 23 por ciento, en bolívares corrientes, con respecto a las transacciones registradas durante el mismo período en 2001.

151. Las entidades de inversión colectiva, como los fondos mutuales, son reguladas por la Ley de Entidades de Inversiones Colectivas, Gaceta Oficial N° 36.027 de 22 de agosto de 1996.  Estas entidades son supervisadas por la CNV.  En el primer semestre de 2002, el patrimonio de los fondos mutuales llegó a 173.474 millones de bolívares (124 millones de dólares EE.UU. al tipo de cambio prevaleciente en septiembre de 2002), y una rentabilidad anualizada del 9,9 por ciento, por debajo de la tasa de inflación.

152. La Ley de Cajas de Valores, publicada en la Gaceta Oficial N° 36.020 de 13 de agosto de 1996, regula la prestación de servicios de depósito, de custodia, transferencia, compensación y liquidación, de valores de oferta pública.  La Ley de Mercado de Capitales autoriza a la CNV a crear y controlar las cajas de valores, y dispone que en cada ciudad donde funcione una bolsa de valores podrá establecerse una sola caja de valores.  Las cajas de valores deben tomar la forma de sociedad anónima y deben estar constituidas y domiciliadas en Venezuela.  La Caja Venezolana de Valores, fundada por iniciativa de la BVC en 1992 empezó a operar en 1996.  Toda operación que se realice en la BVC es registrada en una cuenta de valores mantenida en la Caja Venezolana de Valores.

iv) Telecomunicaciones

a) Aspectos generales

153. Las telecomunicaciones representaron alrededor del 4,5 por ciento del PIB no petrolero en 2001.  La participación de este grupo de sectores en el PIB ha venido acrecentándose en los últimos cinco años;  en 2001, el sector creció un 13 por ciento.  Lo mismo ha sucedido con la influencia de las telecomunicaciones en otras áreas de la economía.  Desde el último Examen, los derechos monopolísticos de la Compañía Anónima de Teléfonos de Venezuela (CANTV) llegaron a su término, como consecuencia de la finalización del período de concurrencia limitada.  El mercado de los servicios de telefonía básica (local, larga distancia nacional e internacional) se ha liberalizado a raíz de los compromisos asumidos durante la Ronda Uruguay (yendo más lejos de los mismos).  Dentro de un marco operacional liberalizado, el número de suscripciones de teléfonos móviles aumentó fuertemente entre 1996 y 2001.  La tasa de penetración (teledensidad) de la telefonía móvil pasó de un 2,24 por ciento en 1996 a un 26,28 por ciento en 2001, alcanzando un total de casi 6,5 millones de suscriptores, y es ya considerablemente superior a la tasa de penetración de la telefonía fija y rural, que, para 2001, fue del 11,07 por ciento.  El número de suscriptores a Internet también se ha incrementado considerablemente (cuadro IV.6).

154. Al amparo de la nueva Ley Orgánica de Telecomunicaciones y con la finalización del monopolio de CANTV se han concedido habilitaciones administrativas.  A finales de 2001 CONATEL había concedido seis habilitaciones administrativas para telefonía fija (de las cuales, durante 2001, iniciaron operaciones dos empresas), 13 para larga distancia (ocho para llamadas internacionales y cinco para llamadas locales), 18 para radiodifusión sonora en frecuencia modulada, 24 para difusión por suscripción, 23 para operadores de Internet, 36 para radiocomunicaciones móviles terrestres, 15 para transporte y una habilitación administrativa para el establecimiento y explotación de redes.  Algunos operadores recibieron habilitaciones administrativas  que les permiten proporcionar diversos servicios.

155. En telefonía celular hay dos operadores con cobertura nacional:  TELCEL y MOVILNET (filial de CANTV) y tres con cobertura regional:   DIGICEL, DIGITEL, e INFONET.  TELCEL controla un 50 por ciento del mercado y MOVILNET un 38 por ciento;  el resto está repartido entre las tres empresas restantes.  Al resto del sector de telecomunicaciones se han otorgado habilitaciones administrativas para el establecimiento y explotación de redes, así como para la prestación de servicios de telecomunicaciones a más de 3.000 empresas privadas que prestan servicios diversos, como servicios de radiomensajes personales, de valor agregado, de satélites, de red conmutada de datos;  de concentración de enlaces, de repetidora comunitaria, de radiocomunicaciones convencionales, telecomunicaciones rurales, redes privadas de telecomunicaciones, difusión por suscripción y otros servicios de valor añadido.

Cuadro IV.6

Indicadores principales del sector telecomunicaciones, 1996-01

	Concepto
	1996
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001

	Telefonía básica
	
	

	Inversiones (millones de $EE.UU.)a
	238
	336
	423
	336
	315
	229

	Ingresos operativos (millones de $EE.UU.)
	1,106
	1,792
	1,683
	1,812
	1,911
	2,436

	Suscriptores
	2.666.845
	2.803.977
	2.517.220
	2.470.756
	2.520.586
	2.692.773

	Teledensidad (%, incluyendo tel. rural)
	11,9
	12,3
	10,8
	10,4
	10,5
	11,1

	Digitalización de la red (%)
	59,3
	62,0
	66,0
	69,0
	80,0
	80,0

	Teléfonos públicos
	56.409
	70.012
	75.097
	80.033
	86.546
	90.927

	Empresas operadoras
	1
	1
	1
	1
	3
	3

	Telefonía rural
	
	
	
	
	
	

	Inversiones (millones de $EE.UU.)
	..
	24
	14
	11
	..
	..

	Suscriptores
	0
	0
	0
	0
	15.380
	33.660

	Empresas operadoras
	0
	3
	3
	3
	3
	3

	Telefonía móvil
	
	
	
	
	
	

	Inversiones (millones de $EE.UU.)
	116
	146
	543
	528
	483
	470

	Ingresos operativos (millones de $EE.UU.)
	534
	662
	1.021
	1520
	1.850
	1.745

	Suscriptores
	499.116
	374.875
	2.009.757
	3.784.735
	5.447.172
	6.472.284

	Teledensidad (%)
	2,2
	4,8
	8,6
	16,0
	22,5
	26,3

	Empresas operadoras
	2
	2
	2
	3
	4
	5

	Servicio de internet
	
	
	

	Inversiones (millones de $EE.UU.)
	4
	173
	54
	62
	29
	..

	Suscriptores
	..
	..
	161122
	272.000
	273.537
	339.868

	Concesiones y permisos
	7
	13
	8
	7
	13
	18

	Televisión por suscripción
	
	
	

	Inversiones (millones de $EE.UU.)
	1,4
	1,6
	1,6
	1,2
	..
	..

	Suscriptores
	200.000
	400.000
	600.000
	600.000
	778.904
	977.044

	Penetración por cada 100 hogares
	4,4
	8,3
	12,4
	12.,2
	15,4
	18,6

	Principales empresas operadoras (incluyendo cables)
	3
	3
	3
	3
	35
	35 


..
No disponible.

a
La inversión estimada corresponde a la empresa CANTV.

Nota: 
La inversión de las empresas de telefonía rural está incluida en telefonía móvil.

Fuente:
CONATEL.

156. Venezuela participó en las negociaciones ampliadas sobre telecomunicaciones básicas de la OMC y consignó compromisos en listas en el marco del Cuarto Protocolo, que complementa los compromisos AGCS iniciales.  Los compromisos de Venezuela abarcan varios servicios de telecomunicaciones básicos y de valor añadido, a los que acordó no imponer limitaciones al acceso al mercado ni al trato nacional para el suministro transfronterizo, el consumo en el extranjero y la presencia comercial a partir del 27 de noviembre de 2000.
  Venezuela adoptó también, como compromiso adicional, el documento de referencia sobre telecomunicaciones, que contiene prescripciones en materia de salvaguardias de la competencia (incluidas disciplinas sobre subvenciones cruzadas anticompetitivas), garantías de interconexión, transparencia, y prescripciones sobre servicio universal neutral y obliga a establecer un regulador independiente.  Para la telefonía fija local la provisión de servicios en la modalidad de presencia comercial fue consolidada sin ninguna limitación a partir del 27 de noviembre de 2000, fecha en la que el período de competencia limitada concluyó.  Como limitación del acceso a los mercados, Venezuela inscribió en su lista de compromisos el requisito de la obtención de una habilitación para instalar y explotar todo servicio de telecomunicaciones en Venezuela, así como el requisito de residencia en Venezuela para los operadores y la prohibición del uso de sistemas de call back.

Marco de política general y reglamentario

157. La Constitución dispone que la actividad de telecomunicaciones esté abierta al sector privado, pero que el Estado detente los poderes de regulación, supervisión y control del sector.  La Constitución también dispone que el Estado tiene competencia sobre el régimen del servicio de correo y del espectro electromagnético.

158. El Ministerio de Infraestructura es el órgano rector de las telecomunicaciones y como tal es responsable de establecer las políticas, planes y normas generales que han de aplicarse en el sector.  Los principales lineamientos de política del sector están contenidos en el Plan Nacional de Telecomunicaciones.  La Comisión Nacional de Telecomunicaciones (CONATEL), adscrita al Ministerio de Infraestructura, es el organismo encargado de la regulación del sector de telecomunicaciones.  La Ley Orgánica de Telecomunicaciones de 2000 concedió esta competencia a CONATEL, la cual había sido creada mediante el Decreto N° 1.826 de 5 de septiembre de 1991 que transformó CONATEL en un ente dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio e independiente, con autonomía técnica, financiera, organizativa y administrativa.  Entre los objetivos estratégicos de CONATEL se encuentran el promover el desarrollo y la eficiencia de la prestación de servicios de telecomunicaciones, planificar y administrar de forma eficiente la asignación de recursos limitados, así como desarrollar políticas de fortalecimiento y participación activa a nivel internacional que contribuyan al desarrollo del sector.

159. La Ley Orgánica de Telecomunicaciones de 12 de junio de 2000, publicada en la Gaceta Oficial N° 36.970 de la misma fecha, establece el marco legal de regulación general de las telecomunicaciones y del espectro radioeléctrico.  El establecimiento o explotación de redes de telecomunicaciones, así como la prestación de servicios de telecomunicaciones se consideran actividades de interés general, y requieren una habilitación administrativa.  Para el uso y explotación del espectro radioeléctrico se requiere una concesión.  Las licencias y concesiones sólo se conceden a personas domiciliadas en Venezuela.  Al ser considerados servicios de interés general, la Ley dispone que los servicios de telecomunicaciones puedan someterse a parámetros de calidad y metas especiales de cobertura mínima uniforme, así como a la prestación de servicios bajo condiciones preferenciales de acceso y precios a escuelas, universidades, bibliotecas y centros asistenciales de carácter público.  La participación de la inversión extranjera en el ámbito de las telecomunicaciones está limitada sólo en el área de servicios de radiodifusión sonora y televisión abierta.

160. Las habilitaciones administrativas en materia de telecomunicaciones pueden ser:  generales;  especiales;  de radiodifusión sonora y televisión abierta;  y de radiodifusión sonora y televisión abierta comunitarias de servicio público, sin fines de lucro y de radioaficionados.  La duración de las habilitaciones administrativas no puede exceder de 25 años, renovables por iguales períodos.  No se requiere una habilitación administrativa adicional para proporcionar servicios considerados como facilidades adicionales a las definidas como atributos de las habilitaciones administrativas, excepto para proporcionar servicios de Internet.  CONATEL debe pronunciarse sobre las solicitudes para habilitaciones administrativas en un lapso de 45 días desde el recibo de la solicitud.

161. Las concesiones para uso del espectro radioeléctrico pueden ser de tres tipos:  de radiodifusión;  generales;  y de recursos orbitales y porciones del espectro radioeléctrico asociadas.  Tienen una duración de hasta 25 años, renovables, según sea el tipo de concesión.  En general aquellas porciones del espectro radioeléctrico que posean alta valoración económica y estén destinadas a servicios de uso masivo, entre otros criterios, de conformidad con lo establecido en la Ley, se otorgan bajo oferta pública, salvo en el caso de concesiones en materia de radiodifusión y televisión abierta, o para uso de un organismo público y en el caso que la porción carezca de valoración económica, en el que se procede por adjudicación directa.  CONATEL determina antes del inicio de cada año civil, las bandas o sub-bandas del espectro radioeléctrico disponible que serán susceptibles de ser objeto de oferta pública.  El procedimiento para las concesiones bajo oferta pública se compone de una fase de precalificación de ofertas y una fase de selección, esta última bajo las modalidades de subasta o "concurso de belleza".  En la subasta sólo pueden hacerse ofertas que superen por lo menos, en un 2 por ciento, al mayor precio ofrecido hasta el momento.  Los recursos económicos generados por las subastas ingresan directamente al Fisco Nacional, previa deducción de los gastos en que haya incurrido CONATEL durante el proceso.  A septiembre de 2002, todas las concesiones se habían realizado utilizando el mecanismo de subasta.

162. CONATEL lleva un Registro Nacional de Telecomunicaciones (RNT), en el que se inscriben la atribución y asignación de frecuencias del espectro radioeléctrico, las habilitaciones administrativas para la operación de los sistemas o servicios de telecomunicaciones y las asignaciones de otros recursos.  Esta información puede ser consultada por las operadoras de telecomunicaciones, organizaciones y público en general.

163. La Ley de Telecomunicaciones de 2000 redujo la carga impositiva aplicada sobre las telecomunicaciones.  La prestación de servicios de radiodifusión sonora o de televisión abierta, con fines de lucro, está sujeta a un impuesto del 1 por ciento de los ingresos brutos del operador derivados de la explotación de tales servicios.  Los operadores que presten cualquier otro servicio de telecomunicaciones con fines de lucro, están sujetos a un impuesto del 2,3 por ciento de sus ingresos brutos, derivados de la explotación de tales servicios.  Los operadores de servicios de telecomunicaciones deben, además, pagar una contribución especial equivalente al 0,5 por ciento de sus ingresos brutos a CONATEL, además de una contribución del 1 por ciento para el Fondo de Servicio Universal (FSU), y una contribución del 0,5 por ciento para el Fondo de Investigación y Desarrollo de las Telecomunicaciones (FIDETEL).  Este régimen tributario entró en vigencia el 1° de enero de 2001.  La contribución especial se aplicará progresivamente a las operadoras de radiodifusión y televisión abierta y es del 0,2 por ciento de los ingresos brutos en 2002.  Las empresas que explotan servicios de telefonía móvil celular están sujetas, hasta 2005, a un impuesto especial adicional calculado sobre el monto de sus ingresos brutos anuales derivados de dicha actividad, cuya alícuota es del 3,5 por ciento en 2002 y que se aplica de forma decreciente.

164. Los operadores que exploten o hagan uso del espectro radioeléctrico deben pagar además una tasa anual por concepto de administración y control del mismo del 0,5 por ciento de sus ingresos brutos, y los proveedores de servicios de radiodifusión sonora y de televisión abierta, una tasa que no exceda el 0,2 por ciento de sus ingresos brutos, derivados de la explotación de tales servicios;  el 50 por ciento de la recaudación por concepto de estas dos tasas es entregado al Fisco Nacional, el remanente lo administra CONATEL.

165. La prestación del servicio universal de telecomunicaciones está garantizada por el Estado.  En este sentido, CONATEL está obligada a establecer como prioridad algunas prestaciones a los efectos de alcanzar progresivamente las obligaciones de servicio universal, incluyendo, entre otros, que todos las personas puedan recibir conexión a la red telefónica pública fija;  que exista una oferta suficiente de teléfonos públicos;  y que se tenga acceso general a Internet.  El servicio universal se garantiza a través del Fondo de Servicio Universal (FSU), que tiene por finalidad subsidiar los costos de infraestructura necesarios para el cumplimiento de las obligaciones de servicio universal.  La asignación de las obligaciones de servicio universal se realiza mediante procesos de selección abiertos, al operador que requiera un monto menor del FSU.  Los recursos del FSU provienen de los aportes de los operadores de servicios de telecomunicaciones con fines de lucro, a excepción de los prestadores de servicios de radiodifusión sonora o de televisión abierta;  estas aportacionesson equivalentes al 1 por ciento de los ingresos brutos del operador por los servicios cubiertos por la habilitación.  Hasta septiembre de 2002 no se había hecho uso de los recursos del FSU.
166. El Fondo de Investigación y Desarrollo de las Telecomunicaciones, dependiente del Ministerio de Ciencia y Tecnología, tiene como función garantizar el financiamiento de la investigación y desarrollo en el sector de las telecomunicaciones.

167. Los operadores de servicios de telecomunicaciones deben notificar a CONATEL y publicar los precios máximos de los servicios que prestan a los usuarios, por lo menos 15 días antes de su entrada en vigor, en el diario que tenga mayor circulación en el área geográfica donde actúan.  Los prestadores de servicios de telecomunicaciones están facultados para fijar libremente sus precios, salvo por lo que respecta a los servicios prestados en función de una obligación de servicio universal.  En tales casos, el operador respectivo someterá de inmediato a la consideración de CONATEL su propuesta de tarifa mínima y máxima.

168. Cuando existe posición de dominio por parte de una o más empresas, derivada de la existencia de carteles, monopolios, oligopolios u otras formas de dominio de mercado, CONATEL puede determinar las tarifas mínimas y máximas a las que quedarán sujetas las empresas, que detenten tal posición, previa recomendación de Pro-competencia.  A este respecto, en el Reglamento de Apertura de los Servicios de Telefonía Pública (Decreto N° 1.095 de 24 de noviembre de 2000, publicado en la Gaceta Oficial N° 37.085 de la misma fecha), se estableció la competencia de CONATEL para fijar las tarifas de los servicios de telefonía fija local, larga distancia nacional, larga distancia internacional, telecomunicaciones rurales y telefonía básica prestadas a través de terminales públicos, por un período mínimo de dos años a partir del 28 de noviembre de 2000, o hasta que Pro-competencia determine la existencia de competencia efectiva en algunos de los mercados donde las tarifas se encuentran reguladas, que justifique la desregulación de las mismas.  A mediados del 2002, CONATEL regulaba las tarifas de los servicios de telefonía fija local, larga distancia nacional y larga distancia internacional ofrecidos por CANTV;  las tarifas de los servicios de telecomunicaciones rurales ofrecidos por las empresas INFONET, DIGITEL y DIGICEL;  y las tarifas de los servicios de telefonía básica prestadas a través de terminales públicos.

169. Los subsidios cruzados entre los diferentes servicios que proporcione un mismo prestador están prohibidos, así como los subsidios entre servicios prestados a través de empresas subsidiarias, filiales o vinculadas entre sí.

170. Los asuntos relacionados con prácticas comerciales y restricciones a la competencia son llevados a Pro-competencia, la cual debe pronunciarse al respecto en un lapso no mayor a 45 días.  Ninguna persona natural o jurídica o grupo de personas puede obtener en concesión o llegar a controlar más de una estación de radiodifusión o televisión abierta, en la misma banda de frecuencia por localidad.  La suscripción de un acuerdo de fusión entre empresas operadoras de telecomunicaciones, la adquisición total o parcial de estas empresas por otras empresas operadoras, así como su transformación o la creación de filiales, deben someterse a la aprobación de CONATEL, previa opinión favorable de Pro-competencia.

v) Transporte

171. El Ministerio de Infraestructura es responsable de la regulación, formulación y seguimiento de políticas, así como de la planificación y realización de las actividades en el sector del transporte, ya sea acuático, aéreo o terrestre.  También tiene competencia sobre las políticas de puertos, muelles, aeropuertos y terminales de pasajeros en general.  En determinadas instancias, el Ministerio debe coordinar con los Estados y municipios.

172. Venezuela tiene un déficit en el comercio de servicios de transporte con el exterior:  en 2000, las exportaciones totalizaron 363 millones de dólares EE.UU., mientras que las importaciones llegaron a 1.640 millones de dólares EE.UU.

b) Transporte marítimo y puertos

173. El transporte marítimo es de gran importancia para Venezuela ya que la casi totalidad en volumen (salvo el comercio con países fronterizos) del comercio exterior del país se realiza por vía marítima.  Venezuela es signataria de la Convención de las Naciones Unidas sobre un Código de Conducta de las Conferencias Marítimas y de un número de conferencias administradas por la Organización Marítima Internacional.  Venezuela ha suscrito acuerdos sobre transporte marítimo con Colombia y México en el marco del Grupo de los Tres.  La Decisión 314 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena consagra el principio del libre acceso a las cargas marítimas sobre la base de la reciprocidad para el comercio subregional, pero este derecho no se aplica al cabotaje nacional.

174. La política de transporte marítimo venezolana está orientada a desarrollar el comercio por esta vía y aumentar la seguridad de los bienes, personas y el medio ambiente, observando las normas internacionales en materia de transporte marítimo.  Para esto, Venezuela considera que es necesaria la aplicación de una estrategia que "persigue lograr el control de los buques mediante la figura del Estado Rector del Puerto, a fin de evitar el ingreso de buques por debajo de los estándares establecidos internacionalmente".
  En este sentido y con la finalidad de adaptar y armonizar la normativa venezolana nacional relativa al transporte marítimo con estándares internacionales, fue promulgada, en julio de 2000, la ley de Reactivación de la Marina Mercante Nacional, que incorpora incentivos en materia fiscal para estimular a los propietarios de buques a abanderar sus naves en Venezuela.

175. El Decreto N° 1.380 con Rango y Fuerza de Ley General de Marina y Actividades Conexas del 30 de agosto de 2001 desarrolla el régimen administrativo de la navegación.
  El Decreto se aplica a las actividades de toda la marina nacional venezolana, que incluye la marina mercante, los buques de la Fuerza Armada, el transporte por agua de bienes y personas, y la marina deportiva, de pesca, de turismo, recreativa y de investigación.  La Ley se aplica también a las actividades conexas a la marina nacional, tales como:  la industria naval de construcción, mantenimiento, reparación modificación y desguace de buques;  las actividades portuarias y de marinas, entre otras.  La legislación sobre transporte marítimo así como su aplicación son coordinadas con otros países de la Comunidad Andina a través del Comité Andino de Autoridades de Transporte Acuático (CAATA).  La estrategia para cualquier negociación multilateral sobre transporte marítimo se coordina a nivel subregional andino.

176. La Autoridad Acuática, que la Ley dispone que regule el sector a partir de 2002, está ejercida por el Instituto Nacional de los Espacios Acuáticos (INEA).  El INEA, creado bajo el Decreto N° 1.437 de 30 de agosto de 2001 (Decreto con Fuerza de Ley Orgánica de los Espacios Acuáticos e Insulares), es un organismo autónomo dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, adscrito al Ministerio de Infraestructura.  El INEA es responsable de la implementación y supervisión de la política de transporte marítimo, así como el régimen portuario, para lo cual debe planificar, supervisar y vigilar todas las actividades relacionadas con las operaciones que se realicen en los buques de cualquier nacionalidad, así como todas las actividades de la industria naval, de los servicios y de las actividades conexas.  También le compete autorizar la realización o modificación de obras de infraestructura y solicitar el inicio de procedimientos judiciales.  Las Capitanías de Puerto ejecutan las políticas y directrices emanadas del INEA y supervisan en su circunscripción el registro de buques.  La Comisión Nacional para la Facilitación del Sistema Buque-Puerto, presidida por el Presidente del INEA, está encargada de dar cumplimiento a las acciones para optimizar el tráfico marítimo internacional.

177. La Ley General de Marina y Actividades Conexas centralizó el registro de naves a través de la creación del Registro Naval Venezolano (RENAVE), mantenido por el INEA.  Pueden inscribirse en el RENAVE los buques que sean:  propiedad de ciudadanos venezolanos, o de personas jurídicas venezolanas, constituidas y domiciliadas en el país;  propiedad de inversionistas extranjeros, constituidos y domiciliados en Venezuela;  buques de registro extranjero, arrendados o fletados por nacionales por un período igual o superior a un año, o dados en arrendamiento financiero a cualquiera de las personas naturales o jurídicas anteriores;  buques construidos en astilleros venezolanos, independientemente de la nacionalidad de su propietario.  Una vez registrado el buque, se le otorga una Patente de Navegación, en el caso de buques con arqueo bruto igual o mayor a 150 unidades de arqueo bruto (A.B.).  Este documento acredita la nacionalidad venezolana del buque y es válido por cinco años.  Los buques de arqueo bruto menor a 150 A.B. reciben una Licencia de Navegación expedida por el respectivo Capitán de Puerto, con una validez de dos años.

178. Las autoridades han observado que, con la creación del RENAVE, se busca propiciar el incremento de tonelaje bruto abanderado en Venezuela.  También han señalado que, a partir de la implementación de la nueva normativa, se ha incrementado el tonelaje de registro bruto matriculado en el RENAVE.
  Esto se debe en parte a que el ingreso al RENAVE ofrece privilegios fiscales y operacionales, así como también brinda la eventual posibilidad de acceder a cargas reservadas del comercio acuático internacional de Venezuela, y abre la posibilidad de recibir financiamiento y subsidios a través del Fondo de Desarrollo de los Espacios Acuáticos, creado por la Ley de los Espacios Acuáticos e Insulares para financiar proyectos para el desarrollo de la marina nacional y actividades conexas.

179. Los buques inscritos en el RENAVE, que realicen operaciones de transporte internacional en puertos venezolanos, gozan de una rebaja de un 10 por ciento sobre las tasas por derecho de arribo y derecho de muelle.  Adicionalmente, los buques inscritos en el RENAVE deben pagar esta tasa sólo una vez por año calendario, mientras que los buques extranjeros deben pagar la tasa cada vez que hagan uso del Sistema Nacional de Ayudas a la Navegación Acuática (SNANA).  Otros incentivos incluyen la exención permanente del Impuesto a los Activos Empresariales y la exención del IVA para las importaciones de buques, temporales o definitivas.  Asimismo, la Ley concede a los titulares de enriquecimientos derivados de la actividad en el sector de la marina mercante y de astilleros, una rebaja del ISRL equivalente al 75 por ciento del monto de las nuevas inversiones destinadas a la adquisición o arrendamiento de nuevos buques o equipo de navegación, nuevas tecnologías en materia de seguridad marítima y a la formación y capacitación de sus trabajadores.

180. Las actividades de transporte marítimo están parcialmente abiertas a buques extranjeros, sujetas a restricciones.  El cabotaje no está abierto a operadores extranjeros a menos que, excepcionalmente, se compruebe la carencia de tonelaje nacional.  La libertad de acceso a las cargas para buques extranjeros está limitada al transporte para el comercio exterior y está sujeta al principio de reciprocidad.

181. Los servicios de pilotaje, remolcador y lanchaje, los cuales como servicio público, pueden ser ofrecidos sujetos a concesión y bajo la supervisión, vigilancia y control del INEA.  Las actividades de marina mercante, de pesca y deportiva están sujetas a la obtención de licencias y permisos.  La provisión de servicios de cartografía náutica, actividades oceanográficas, científicas, subacuáticas e hidrográficas, publicaciones náuticas, levantamientos hidrográficos y cualquier actividad conexa, debe ser autorizada por la Autoridad Acuática.  La duración de las concesiones es de diez años, que pueden ser prorrogables.  Es obligatorio utilizar el servicio de pilotaje para navegar y maniobrar en las aguas de cualquier circunscripción acuática que el reglamento respectivo determine.  El servicio de pilotaje es un servicio público, prestado por particulares en régimen de concesión.  Las licencias para ejercer como piloto se otorgan sólo a ciudadanos venezolanos, certificados por el INEA.

182. El INEA propone las tarifas sobre servicios conexos al sector acuático.  Los derechos de navegación para buques de carga comercial se determinan en función del arqueo bruto del buque.  En la aplicación del pago de estas tarifas y derechos de navegación, no se aplica el principio de trato nacional.  Los buques inscritos en el RENAVE pagan el 50 por ciento de la tarifa prevista por el uso del servicio de pilotaje, así como de los derechos de navegación.  Este porcentaje se puede aplicar a buques de bandera extranjera, pero sólo bajo el principio de reciprocidad.  Esto mismo se aplica a las tarifas por servicios de remolcadores y de lanchaje.

183. Los buques propiedad de entes públicos y de sociedades con participación accionaria del Estado deben ser construidos, reparados, modificados o desguazados por astilleros, fábricas de embarcaciones, diques, varaderos y talleres navales inscritos en el RENAVE, abierto a empresas venezolanas o extranjeras.  En junio de 2002 había 45 astilleros registrados.  Los buques inscritos en el RENAVE, propiedad de particulares beneficiados por incentivos previstos en las leyes, deben realizar sus mantenimientos en instalaciones de la industria naval venezolana.

184. El INEA está encargado de planificar y controlar la actividad de los puertos.  Los puertos son de propiedad del Gobierno federal y son administrados por los Estados;  algunos son administrados como empresas comerciales, mientras que la administración de otros se ha otorgado en concesión a empresas privadas.  En Venezuela, el Sistema Portuario Nacional está constituido por nueve puertos públicos de uso múltiple que movilizan la mayor parte de la carga general que entra y sale del país:  Puerto Cabello, La Guaira, Maracaibo, Guanta, Guaranao, Carúpano, Puerto Sucre, El Guamache y La Ceiba.  De ellos, los cuatro primeros movilizan el 90 por ciento de las cargas distintas al petróleo, hierro y bauxita.  Existen siete puertos mineraleros en el río Orinoco que prestan, complementariamente, el servicio para carga general:  Palúa, Puerto Ordaz, Sidor Matanzas, BAUXILUM-Matanzas, VENALUM, ALCASA y BAUXILUM-El Jobal.  El petróleo y sus derivados son exportados por terminales especializados administrados por PDVSA.  Para la prestación de servicios portuarios, la ley prescribe la inscripción en el Registro de Empresas de Servicios Portuarios.

185. El Decreto N° 1.436 del 30 de agosto de 2001 o Ley General de Puertos, publicado en la Gaceta Oficial N° 37.292 de 27 de septiembre de 2001 establece los principios rectores que conforman el régimen de los puertos.  La Ley declara de interés público la actividad portuaria y asigna al Estado la supervisión y control de todos los puertos marítimos, fluviales y lacustres y construcciones de tipo portuario, así como la regulación, formulación y seguimiento de políticas en materia de puertos y construcciones de tipo portuario.  La Ley dispone, sin embargo, que se incentive la inversión privada mediante alianzas estratégicas con los operadores de puertos públicos y que los puertos puedan ser administrados y operados por el sector privado, a través de concesiones de funcionamiento o autorizaciones.

186. Se requieren concesiones de funcionamiento para la construcción, operación, administración o mantenimiento de puertos de interés local, de función pesquera, deportivos o de investigación científica y autorizaciones para construir, operar, mantener y administrar un muelle, embarcadero o atracadero de interés local o particular.  Si el operador es un ente público o una empresa del Estado, se le otorga una habilitación.  Las concesiones, habilitaciones y autorizaciones son otorgadas por el Instituto Nacional de los Espacios Acuáticos, tienen una duración máxima de 40 años prorrogables, y están sujetas al pago de derechos progresivos, que van del 4 al 15 por ciento del ingreso bruto.

187. Venezuela eximió a los servicios de transporte marítimo de carga, por un período indefinido, del trato NMF previsto en el artículo II del AGCS;  esta exención responde al requisito de reciprocidad a que está sujeta Venezuela en virtud de la Decisión 314 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena y que se refleja en la Ley General de Marina y Actividades Conexas.  Venezuela contrajo compromisos específicos en el marco del AGCS únicamente con respecto a los servicios de carga marítimos y a los servicios de carga y descarga y de almacenamiento, comprometiéndose, con respecto al acceso a los mercados y al trato nacional, a no imponer limitaciones al consumo en el extranjero o a la presencia comercial.  Sin embargo, no se ha comprometido a aceptar la presencia de personas físicas, excepto en los casos indicados en la sección de medidas horizontales;  tampoco se ha obligado a autorizar el suministro transfronterizo.

c) Transporte aéreo

188. En 2001, se transportaron 4,46 millones de pasajeros en rutas internas.  El tráfico internacional fue de 3,79 millones de pasajeros, 25 por ciento por parte de empresas venezolanas y 75 por ciento por parte de empresas extranjeras.  Las empresas aéreas venezolanas transportaron un total de carga aérea de 3,74 millones de kilogramos de carga, lo cual representa casi el 4 por ciento de participación en el mercado del tráfico de carga.  Las empresas extranjeras transportaron 92,87 millones de kilogramos, lo que representa un poco más del 90 por ciento del tráfico total de carga a nivel internacional.

189. Venezuela tiene 95 aeropuertos nacionales y 235 aeródromos autorizados.  De entre los aeropuertos, 24 reciben vuelos comerciales de forma regular.  Los aeropuertos internacionales de Venezuela son:  Maiquetía, Valencia, Maracaibo, Barquisimeto, Barcelona, Coro, Porlamar, San Antonio del Táchira, Puerto Ordaz, Maturín y Josefa Camejos (Punto Fijo, Estado Falcón).  Los aeropuertos son propiedad del Gobierno federal y están administrados por los Estados, a excepción de tres aeropuertos privados.  El principal aeropuerto internacional es el Aeropuerto Internacional Simón Bolívar, en Maiquetía (Estado Vargas), a 30 kilómetros de Caracas.  Este aeropuerto es administrado por el Instituto Autónomo Aeropuerto Internacional de Maiquetía (IIAIM), adscrito al Ministerio de Infraestructura.  El Aeropuerto Simón Bolívar tiene capacidad para atender unos 8.5 millones de pasajeros al año.

190. Existen cinco líneas aéreas de capital venezolano que operan vuelos internacionales regulares.  Estas son:  Aeropostal, Aero Servicio del Carabobo (ASERCA), AVENSA, Santa Bárbara Airlines y Servivensa.  La línea aérea VIASA, privatizada en 1991 y que también servía rutas internacionales, fue liquidada en 1997.  Aeropostal, fundada en 1929 como empresa de capital extranjero, fue posteriormente nacionalizada y cesó operaciones entre 1994 y 1996, cuando fue totalmente privatizada y comprada por la Corporación Alas de Venezuela, de capital totalmente venezolano. Aeropostal sirve 12 destinos internacionales:  Aruba, Barbados, Bogotá, Curazao, Guayaquil, La Habana, Lima, Puerto España, Miami, Orlando, Santo Domingo y Madrid (código compartido con la empresa española Air Europa).  ASERCA vuela a Aruba, Punta Cana y Santo Domingo.  AVENSA vuela a Madrid y Servivensa opera a Bogotá, Lima, Miami y Quito.  Las principales líneas aéreas de vuelos nacionales son: AVIOR, Santa Bárbara Airlines, Laser, LAI, Aeroejecutivos, RUTACA y Aerotuy LTA.

191. El Decreto N° 1.946 de 18 de septiembre de 2001 (Ley de Aviación Civil), publicado en la Gaceta Oficial N° 37.293 de 9 de septiembre de 2001 regula la aviación civil, que comprende el conjunto de actividades dirigidas a la prestación de servicios de transporte aéreo de pasajeros, equipaje, carga y correo, así como el uso de aeronaves civiles para fines científicos, de exhibición, propaganda, trabajos industriales, agrícolas, sanitarios, deportivos, de instrucción y turismo;  y todo lo relativo a las obras y funcionamiento de la infraestructura aeronáutica, rutas, servicios y demás actividades inherentes a la industria del transporte aéreo.

192. El Ministerio de Infraestructura, a través de la Dirección General de Transporte Aéreo, es el órgano rector en materia de aviación civil, y a tales efectos le corresponde:  establecer las políticas y lineamientos generales que han de aplicarse en el sector aeronáutico;  construir aeródromos públicos;  y conservar y mantener las pistas, calles de rodajes y demás lugares destinados al estacionamiento de aeronaves de los aeródromos públicos de uso público.  Los objetivos permanentes de Venezuela en materia de aviación civil incluyen:  promover el desarrollo de la industria aeronáutica;  asegurar el desarrollo de las operaciones aéreas comerciales en un marco de competencia;  e incentivar el incremento y modernización del parque aéreo venezolano.  Los transportistas aéreos coordinan posiciones a través de la Cámara Venezolana de Empresas de Transporte Aéreo (CVETA).

193. El Instituto Nacional de Aviación Civil, creado por la Ley de 2001, es el órgano llamado a ejercer directamente, o mediante el otorgamiento de concesiones a organismos técnicos, la prestación de los servicios de control y apoyo a la navegación aérea, y de regular, supervisar, controlar, fiscalizar y sancionar todas las actividades aeronáuticas civiles.  El Instituto Nacional de Aviación Civil, que está llamado en parte a tomar a su cargo las atribuciones de la Dirección General de Transporte Aéreo del Ministerio de Infraestructura, es un instituto autónomo adscrito al Ministerio de Infraestructura, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio.  También es competencia del Instituto el proponer al Ministerio de Infraestructura la política aérea nacional, y ejecutarla, así como suscribir acuerdos en materia aeronáutica de índole técnico o aerocomercial en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, y velar por su cumplimiento.  El Instituto Nacional de Aviación Civil está facultado también para dictar normas técnicas atinentes a la seguridad operacional y es responsable del régimen de los aeropuertos, de los aeródromos y su infraestructura.

194. La prestación del servicio de transporte aéreo de pasajeros, equipaje, carga y correo requiere una concesión otorgada por el Instituto Nacional de Aviación Civil.  La provisión de los demás servicios de aviación civil, requiere una habilitación administrativa.  La explotación económica de aeródromos civiles privados de uso público, requiere una habilitación administrativa otorgada por el Instituto Nacional de Aviación Civil.  La conservación, administración y aprovechamiento de los aeropuertos de uso comercial corresponde a los Estados, que pueden otorgarlos en concesión a operadores públicos o privados.  Para el otorgamiento de concesiones se requiere que el servicio satisfaga una necesidad o conveniencia pública.  Las concesiones se otorgan por 15 años prorrogables.  Se reserva a las empresas venezolanas el servicio público de transporte aéreo nacional.

195. Las aeronaves venezolanas deben inscribirse en el Registro Aéreo Nacional, a cargo del Instituto Nacional de Aviación Civil.  Para actuar como personal técnico aeronáutico se requiere una licencia del Instituto Nacional de Aviación Civil.  Las licencias expedidas en el extranjero pueden ser revalidadas o convalidadas, si proceden de países que concedan trato recíproco a Venezuela.

196. Los transportistas aéreos tienen libertad para fijar los precios de sus servicios;  estos precios deben ser notificados al Ministerio de Infraestructura y publicados.  A pesar de lo anterior, la Ley confiere al Instituto Nacional de Aviación Civil, de oficio o a petición de la parte interesada y cuando haya indicios de una práctica predatoria o contraria a la libre competencia, la facultad de establecer provisionalmente las tarifas de los servicios de transporte aéreo y de remitirlas a Pro-competencia, para que dicho organismo tome las decisiones pertinentes.  Pro-competencia puede ratificar, modificar o levantar la regulación tarifaria provisional hecha por el Instituto, así como determinar la duración de la misma.

197. La Ley de Aviación Civil derogó algunas de las facultades concedidas al Instituto Autónomo Aeropuerto Internacional de Maiquetía (IAAIM), ente administrador del Aeropuerto Simón Bolívar, como la percepción de las tasas en concepto de aterrizaje, estacionamiento, tránsito por las aerovías, ayudas e ingresos derivados de otros servicios prestados, así como el establecimiento de las tarifas aplicables a estos servicios.  A partir del 1° de enero de 2002, la ley dispone que sea el Instituto Nacional de Aviación Civil quien determine y recaude estas tasas.  Las autoridades venezolanas han observado que estos ingresos se desincorporan del IAAIM debido a que el Instituto Nacional de Aviación Civil es el instituto responsable y garante de la seguridad de las operaciones aéreas en Venezuela.  Sin embargo, al tener los Estados competencia exclusiva en cuanto a la administración, conservación y aprovechamiento de los aeropuertos de uso comercial, corresponde a éstos percibir ciertas tasas aeroportuarias y aeronáuticas.

198. El subsector de transporte aéreo se beneficia de una serie de incentivos tributarios.  La Ley de Aviación Civil concedió una exención por un período de cinco años (hasta fines del 2006), de todos los todos los gravámenes a la importación de aeronaves civiles, de sus accesorios, partes y repuestos, y de todos los vehículos inherentes al funcionamiento de aeronaves.  La importación de materiales y equipos, accesorios, partes y repuestos, destinados a servir en las actividades de extinción de incendios y salvamento aéreo, está exenta de aranceles.  Además, se concedió a los titulares de enriquecimientos derivados de la prestación de servicios públicos de transporte aéreo, por cinco años, una rebaja del Impuesto Sobre la Renta equivalente al 75 por ciento del monto de las nuevas inversiones destinadas a la modernización de la flota o a la adquisición de aeronaves que cumplan con las normas sobre preservación del ambiente, a la incorporación de nuevas tecnologías para los servicios que prestan y a la capacitación del personal técnico aeronáutico.  Las aeronaves destinadas al servicio público de transporte aéreo que se adquieran hasta fines del 2006, están también exentas del impuesto previsto a los activos empresariales.
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� Gaceta Oficial N° 37.323 de 13 de noviembre de 2001.





� Artículo 1° del Decreto con Fuerza de Ley de Tierras y Desarrollo Agrario.





� La Ley de Tierras clasifica la tierra rural en clases y subclases para su uso, según su mayor vocación agrícola, pecuaria y forestal.  Se consideran inexpropiables los fundos que no excedan de 100 hectáreas en tierras de primera clase o sus equivalencias en tierras de otras calidades, hasta 5.000 hectáreas en tierras de sexta y séptima clase.


� Documento de la OMC G/AG/N/VEN/19 de 14 de marzo de 2001.





� Esta cifra no es directamente comparable con la MGA, porque representa desembolsos efectivos e incluye medidas de "Compartimiento Verde", mientras que la MGA excluye dichas medidas e incluye ingresos no recaudados como consecuencia de la aplicación de medidas de sostenimiento de los precios, por ejemplo la fijación de precios indicativos.


� Este porcentaje se aplicó desde 1997.  Anteriormente el componente de subsidio del crédito era mayor, ya que se prestaba a una tasa de interés equivalente al 84 por ciento del promedio de las tasas cobradas por los seis principales bancos comerciales.


� Por ejemplo, sobre un crédito de 100 millones de bolívares, el productor recibe 93 millones, pero si la tasa activa es, por ejemplo, del 15 por ciento, éste pagará un 12 por ciento sobre los 100 millones y el costo del crédito será de 12 millones por intereses y 7 millones como contribución al Fondo, lo cual equivale a un 20,4 por ciento del total recibido (93 millones de bolívares).





� Por ejemplo, si la tasa promedio ponderada es del 30 por ciento, el exceso, o sea el 10 por ciento, se deduce del 80 por ciento, dando un factor del 70 por ciento y una tasa aplicada del 21 por ciento.





� Documento de la OMC G/AG/N/VEN/19 de 14 de marzo de 2001.


� La Ley de Pesca de 2001, publicada en la Gaceta Oficial N° 37.323 de 13 de noviembre de 2001, derogó la Ley de Pesca de 1944, publicada en la Gaceta Oficial N° 21.529 de 6 de octubre de 1944 y la Ley de Pesca de Perlas publicada en la Gaceta Oficial Nº 21.483 de 14 de agosto de 1944.


� MEM, Memoria Anual 2001.


� Orimulsión es el nombre comercial dado a un combustible de bitumen natural emulsificado en agua, desarrollado y mercadeado por PDVSA.


� PDVSA, Informe Anual 2000.


� Gaceta Oficial Nº 36.793 de 23 de septiembre de 1999.


� Anzoátegui, Aragua, Barinas, Bolívar, Carabobo, Cojedes, Falcón, Guárico, Lara, Mérida, Miranda, Monagas, Nueva Esparta, Portuguesa, Táchira, Yaracuy y Zulia.





� Gaceta Oficial N° 36.791 de 21 de septiembre de 1999.





� Según este plan, el Estado retendría el 29 por ciento de las acciones de ENELVEN, mientras el restante 20 por ciento se distribuiría entre los trabajadores de la empresa.


� Strategis.gc.ca, Venezuela, Electric Power Systems, Market Assessment, en la dirección Internet http://strategis.ic.gc.ca/SSG/dd75747e.html.





� Sin embargo, las autoridades han observado que la nueva Ley General de Bancos y Otras Instituciones Financieras de 2001 eliminó la posibilidad de solicitar condiciones de reciprocidad al capital extranjero que participe en el sistema financiero venezolano, por lo que, actualmente, Venezuela no puede limitar la participación del capital extranjero en el sector.





� De acuerdo a información de las Asociación Bancaria Venezolana, la tasa de morosidad de los préstamos del sistema bancario se incrementó a un 7,7 por ciento en julio de 2002, de un 5,6 por ciento en diciembre de 2001.  Asociación Bancaria de Venezuela, Servicio de Análisis Económico, Evolución del Sistema Financiero Venezolano, Agosto 2002, disponible en la dirección Internet: http://www.asobanca.com.ve/.





� Gaceta Oficial N° 5.555 de 13 de noviembre de 2001.





� La Ley define como bancos regionales a aquéllos cuyo asiento principal esté fuera del Distrito Metropolitano de Caracas, y que destinen no menos del 60 por ciento de los recursos que captan al financiamiento de actividades económicas en Venezuela fuera del Distrito.





� Más información sobre las actividades del Consejo Bancario Nacional puede encontrarse en la dirección Internet http://www.cbn.org.ve/index.html.





� Superintendencia de Seguros, Estados Financieros de las Empresas de Seguros al 31/12/2000.  Superintendencia de Seguros, Informe Preliminar sobre la Actividad Financiera del Sector Asegurador, diciembre de 2001.





� Gaceta Oficial N° 5.561 Extraordinario de 28 de noviembre de 2001.





� La nueva legislación amplió el rango del porcentaje a aplicar al monto de las primas netas recibidas por cada empresa correspondiente al ejercicio inmediato anterior a los efectos de fijar la cuota del aporte especial, el cual de acuerdo con la Ley anterior era de entre un 0,20 y un 0,30 por ciento.





� Documento de la OMC GATS/SC/92/Suppl.3 de 26 de febrero de 1998.





� Estos servicios son:  de teléfono local;  de telefonía rural;  telefónicos móviles;  de redes de transmisión de datos con conmutación de paquetes;  de redes de transmisión de datos con conmutación de circuitos;  servicios integrados de telecomunicaciones;  de radio búsqueda;  y de teleconferencias.  Documento de la OMC GATS/SC/92/Suppl.2 de 11 de abril de 1997.





� Decreto con Fuerza de Ley General de Marina y Actividades Conexas, Exposición de Motivos.





� Decreto con Fuerza de Ley General de Marinas y Actividades Conexas, Gaceta Oficial Nº 37.321 de 9 de Noviembre de 2001.





� En junio de 2002, el registro era de 1.432.602,9 A.B., o el triple del tonelaje nacional venezolano anterior al promulgamiento de la Ley, comprendiendo, 21 tanqueros, 3 mineraleros y 28 buques de otro tipo.








